



  [image: cover]








		

			Gracias por adquirir este eBook


			
Visita Planetadelibros.com y descubre una
nueva forma de disfrutar de la lectura



			

				

					

				

				

				

				

	

¡Regístrate y accede a contenidos exclusivos!


					Primeros capítulos
Fragmentos de próximas publicaciones
Clubs de lectura con los autores
Concursos, sorteos y promociones
Participa en presentaciones de libros



						[image: ]



				

				


					

							

							Comparte tu opinión en la ficha del libro
y en nuestras redes sociales:



								[image: Facebook]    

								[image: Twitter]    

								[image: Instagram]    

								[image: Youtube]    

								[image: Linkedin]

							


							
Explora      Descubre      Comparte



						

					


				

			


		


		

			

			


		


	 	

	 

   




			SINOPSIS 




			 




			Entre los tópicos acerca del origen de la guerra civil española ninguno hay más repetido, y menos fundamentado, que el que sostiene que todo comenzó como respuesta a la escalada revolucionaria que se produjo durante los meses que siguieron al triunfo electoral del Frente Popular, en febrero de 1936. Una escalada en que, según este tópico, asumen un papel principal las invasiones de tierras por parte de los campesinos extremeños. Este libro de Francisco Espinosa explora por primera vez de manera seria y documentada lo que sucedió en aquellos meses de 1936 y demuestra la falsedad de la pretendida escalada revolucionaria. En sus páginas recuperamos, en cambio, los proyectos y los trabajos de aquella primavera del Frente Popular en que la República parecía recuperar el pulso de la reforma, en contraste con la brutal represión posterior que se llevó por delante los seres humanos y sus esperanzas. 
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			Prólogo 




			 




			Al finalizar su lectura, puede que el lector llegue a preguntarse cómo un libro de esta naturaleza no se hubiese escrito antes. Su temática corresponde a una de esas cuestiones que, mal investigada y peor estudiada, se da sin embargo por sabida de antemano, de sobra conocida. Y, en principio, pudiera ser una hipótesis verosímil pues dada la ingente bibliografía que, durante tantos años, se ha publicado sobre la República y la Guerra Civil no parece comprensible que a estas alturas apenas haya habido estudios específicos del tema que nos ocupa. Como es sabido, entre una y otra efeméride, como apéndice o prolegómeno de las mismas, se decanta un período de tiempo mínimo aunque de reconocida intensidad histórica, de no más allá de unos cinco meses de duración, el que va de febrero a julio de 1936, o etapa del Frente Popular. 




			Una bien asentada tradición historiográfica ha prestado siempre, por lo general, una particular dedicación a esos períodos históricos minimalistas que, por su carga real o simbólica, acaban por convertirse en claves de referencia insustituible. Son períodos temporales que suelen recibir nombres diversos —etapa de transición, coyunturas, hecho fundacional, etc., según del acontecer de que se trate— aunque el que mejor les acomoda es el de crisis por reflejar a un tiempo la idea de continuidad y ruptura en el tiempo histórico. Suelen ser, por tal motivo, aconteceres privilegiados para los historiadores que escudriñan en él hasta los más nimios detalles rastreando elementos nuevos de análisis, que los piensan y repiensan desde la cambiante teoría histórica buscando hallar interpretaciones nuevas esclarecedoras. Son, en suma, sujetos históricos donde al converger, continuamente renovadas por la labor de la crítica, la realidad de la investigación empírica de los hechos con la teoría de la historia el pensamiento histórico entonces se hace, a su vez, creativo. 




			Los autores especializados en la República española, de 1931 a 1936, suelen despachar los cinco meses últimos de la misma como un apéndice indefinido. Para unos, unos meses donde cristaliza una trayectoria predefinida revolucionaria bajo la unión electoral de las izquierdas durante los cincos años republicanos, en consonancia con comportamientos similares a los que se esbozaban en otras zonas europeas bajo el signo del extremismo político y social; para otros, en cambio, una ruptura radical y el fracaso final del proyecto de república burguesa, a la europea, que al parecer era lo que se había intentado construir. Para quienes se ocupan de la Guerra Civil, los meses previos no fueron sino un mero prolegómeno prebélico, una dinámica presentida que de manera inexorable llevaba al conflicto armado: de ellos, para unos, como el signo de la revolución social que la República de abril frustró; para otros, en cambio, el pretexto de la represión. Pero si de los historiadores pasamos a la visión de los actores contemporáneos de los acontecimientos habidos de febrero a julio de 1936 las valoraciones, por simples y lineales, apenas variarían. Sólo desde la perspectiva de la guerra y sus implicaciones es como emerge con todas sus consecuencias el Frente Popular como acontecimiento singular, con connotaciones propias de los momentos que marcan una aceleración histórica que por su propia naturaleza terminan por caracterizar la historia de los pueblos que los protagonizan. Y, por ello, su estudio particularizado, sean cuales fueren los supuestos de partida, debe ser un compromiso ineludible de conocimiento y crítica históricas. Es lo que en este libro se hace desde dos premisas emblemáticas: reforma agraria y Extremadura. 




			A estas alturas está asumido el precio que la República hubo de pagar por una reforma agraria mal planteada y peor ejecutada. Tomado como uno de los banderines de enganche más simbólicos del republicanismo español desde el último tercio del siglo XIX, el reformismo agrario fue considerado una de las cuestiones arrastradas del pasado que el triunfo político republicano habría de resolver. Las raíces de esa aspiración arrancaban de lo más hondo de la historia del mundo rural español; en concreto desde la crisis del antiguo régimen cuando una parte importante del campesinado sintió cómo se le escamoteaba con los procesos desamortizadores algunas de las principales reivindicaciones históricas sobre la propiedad de la tierra a causa de los abusos por usurpaciones ejecutados por los poderosos sobre las tierras de propios, comunales y baldíos y que terminaron por engrosar señoríos nobiliarios y explotaciones latifundiarias de nueva formación burguesa. La historia de España está plagada de miles de procesos incoados ante las autoridades judiciales durante los siglos XVI al XVIII reclamando campesinos y jornaleros sobre los atropellos ejecutados contra la propiedad pública de la tierra. 




			Conocemos bien, en sus trazas de conjunto, lo que supuso aquella pugna en torno a la propiedad de la tierra, debatida en los momentos de crisis no sólo ante los tribunales de justicia sino por confrontaciones directas de campesinos y propietarios o bien a través de programas y actuaciones políticas de las primeras formaciones republicanas y demócratas que surgieron en España a lo largo del siglo XIX. Y cuando parecía que, bien que mal, aquella reforma agraria de corte liberal, estuviera consolidada, la grave crisis en la que se viera envuelta el sector agrícola español y europeo —por la bajada sostenida de los precios agrarios, los efectos de la modernización productivista, la mecanización, etc, con el consiguiente incremento del paro en las comunidades rurales campesinas y jornaleras— resurge con ímpetu la opción de un reformismo agrario, de corte social, como solución a la grave crisis de los años treinta en las regiones de exclusiva economía de base agraria. Las provincias latifundiarias del sur —andaluzas y extremeñas— fueron las más afectadas aunque de ellas, al menos en la historiografía, fueron las primeras las que atrajeron más la atención para su estudio. 




			Sobre las provincias de Extremadura quedó durante largo tiempo, como estudio en solitario, el trabajo incipiente que F. Bruguera dedicó al problema de la propiedad de la tierra y la conflictividad campesina, del que dio unos avances en su conocido estudio sobre la España contemporánea. El tratamiento en profundidad lo tenía reservado para la tesis doctoral en curso que, cuando exiliado de la Guerra Civil española en la que había intervenido me parece que como comisario político, llevaba a cabo en la Universidad de la Sorbona bajo la dirección del que fuera luego rector de la misma, el hispanista profesor Jean Sarrailh. Los manuscritos y notas del trabajo que quedaron inéditos e inconclusos por la prematura muerte del doctorando fueron entregados por su viuda, residente en Lyon, a otro hispanista francés interesado por los temas agrarios españoles, el profesor Pierre Ponsot quien, a su vez, me los transmitió a mí al decantarme yo en mis investigaciones iniciales sobre las cuestiones de la propiedad agraria de los siglos XIX y XX. De aquel material hice un uso muy limitado, señalando la autoría y procedencia, en el que fuera mi primer libro dedicado a la propiedad de la tierra y las luchas agrarias andaluzas que, bajo el impulso y patrocinio de Josep Fontana, publicó Ariel Quincenal en 1974. Siempre quedó en mí el deseo insatisfecho de abordar la cuestión agraria en la Extremadura del Sur por entender que los sucesos de aquellas tierras, junto con las andaluzas, constituían un cuerpo de acontecimientos esclarecedores para seguir las vicisitudes del quinquenio republicano y los posteriores acontecimientos desencadenados a raíz del golpe militar de julio de 1936. Muchos años después, gracias al conocimiento y relación con F. Espinosa pude ver realizadas aquellas imprecisas aspiraciones juveniles. Y a él fueron a parar las notas y comentarios de Bruguera que, aunque ya de muy limitado interés, servirían de eslabón perdido. 




			Nada más proclamada la República comenzó un complejo y burocrático proceso de reforma agraria que pronto exasperó a los más impacientes, con incidentes políticos de primera magnitud para la credibilidad del gobierno republicano como fuesen los sucesos de Casas Viejas, entre otros. En tierras extremeñas, pese al burocratismo al que la reforma agraria fue sometido, parecía que las decisiones constructivas tomaban cuerpo, al menos bajo la gestión del sevillano Giménez Fernández, ministro de la CEDA, que fue desautorizado por su propio partido en las actuaciones llevadas a cabo sobre los yunteros extremeños en cuanto eran medidas conciliadoras —pero a la vez constructivas y efectivas— de una reforma que estaba dilatándose en demasía. Tras el triunfo del Frente Popular, se invirtieron los términos reivindicativos de campesinos, yunteros y jornaleros: primero el hecho, luego el derecho, quebrando así tradición secular de acciones populares en pro de la recuperación de tierras comunales, baldías, dehesas de propios, etc. inadecuadamente usufructuadas o apropiadas por particulares gracias a mecanismos tan dispares como los que se engloban bajo la denominación de caciquismo. Y a continuación, la gran invasión de fincas que hubo de marcar los derroteros posteriores por los que discurriría la represión en tierras pacenses tras el triunfo del golpe militar de 1936. 




			Salvo referencias limitadas de escaso número de historiadores, el tema agrario en la provincia de Badajoz durante la República apenas había atraído la atención de los estudiosos; menos aún, para el corto pero intenso período de los meses del Frente Popular cuando los campesinos y jornaleros fueron protagonistas de unos sucesos sin parangón en otras regiones españolas. Una cuestión que es el punto de partida que dio origen a la investigación vertida en este libro. Aunque hay algo más, la etapa del Frente Popular, estudiada de manera singularizada, se analiza de manera interactiva en las dos direcciones posibles: respecto al reformismo republicano y en relación a la represión inmediata puesta en ejecución por los militares sublevados. A veces, los temas históricos por muy apremiantes que sean han de esperar al investigador adecuado para situarlos en la óptica inteligente para su estudio y comprensión. En este caso, con todos los pronunciamientos favorables en su haber como historiador —capacidad, competencia, dedicación—, lo ha sido el autor de este libro. 




			Francisco Espinosa, extremeño del sur, estudió Historia en la Universidad de Sevilla en una época en que las libertades políticas eran tan sólo presentidas, no efectivas. Años complejos en los que algunos jóvenes consideraron que había llegado ya la ocasión de adentrarse en los terrenos de la investigación histórica del pasado más reciente, la Guerra civil, en sus aspectos hasta entonces en la práctica desconocidos, más propio de especulaciones que de verdadera investigación histórica. Fue así como decide acometer el estudio de lo que fuera el 18 de julio en Sevilla bajo Queipo de Llano, las circunstancias concurrentes en el golpe militar puesto en marcha y las consecuencias represoras tras el inmediato triunfo del mismo en una provincia como Sevilla donde no hubo en puridad condiciones ni hechos de guerra civil. Con dicha investigación pretendía obtener el grado de licenciatura, objetivo que no pudo cumplir porque por aquel entonces la guerra civil, y mucho menos la represión subsiguiente, no estaban contempladas como líneas de investigación histórica. El proyecto académico quedó frustrado pero no, por suerte, la investigación que Paco Espinosa, tranquila y cachazudamente, llevó adelante siendo uno de los pioneros en adentrarse en los archivos militares y adiestrarse en el manejo de una documentación hasta entonces desconocida e ignorada por quienes, extranjeros o nacionales, se habían venido ocupando de los inicios de la sublevación militar. Por supuesto, al margen de la universidad y de la actividad académica formalizada. Vino a verme, en la confianza que yo pude haberle despertado en la etapa en que coincidimos en las aulas como profesor y alumno en la Facultad de Historia —donde tampoco llegué a impartir dicha disciplina y sí, en cambio, la de Geografía— con ánimo de que le tutelase la investigación. Mi Facultad de retorno a Sevilla, tras un largo paréntesis fuera de la ciudad, fue la de Economía donde ni la licenciatura adquiría el formato de tesina propio de las de Historia ni le estaba permitido graduarse en ella a persona que no hubiese cursado previamente los estudios de empresariales o economía. El proyecto académico, pues, quedaba en dique seco. 




			Pasado un tiempo, Espinosa vino a verme de nuevo acompañado de un presente editorial, que él mismo se había producido, dedicado al 18 de julio en Sevilla y a la justicia de Queipo. Fue un reencuentro fructífero pues desde entonces he tenido la oportunidad de seguir de cerca las investigaciones por él emprendidas y que, en algunos momentos, tuvieron para mí relevancia familiar. Sus estudios sobre la planificada y ejemplarizante represión llevada a cabo por los golpistas de julio de 1936 en Sevilla y en la provincia de Huelva le situaron pronto entre los historiadores que aportaban nuevo temple y estilo historiográfico para abordar un tema hasta entonces proscrito. Una dimensión de lo que esa investigación podría suponer quedó patente en el libro que el autor dedicara a La columna de la muerte, que fue precedente inmediato del que ahora comentamos cuyo manuscrito di a conocer a Josep Fontana requiriendo su ayuda para ser publicado en una editorial, Crítica, especializada en libros de historia y con profusa bibliografía sobre la guerra civil española. 




			Para entonces las circunstancias académicas sobre los estudios de Tercer Ciclo habían conocido importantes modificaciones y Francisco Espinosa pudo inscribirse, al fín, en el curso de doctorado que, de manera conjunta, durante algunos años impartimos, con sede en Antequera, profesores de historia económica e historia contemporánea de las universidades de Sevilla, Granada y Málaga. De ahí surgió la idea de retomar el tema de la cuestión agraria en Badajoz durante la etapa del Frente Popular y sus imbricaciones con la represión desencadenada en las zonas rurales afectadas por cuanto estuvieran implicados en la sublevación militar. Presentada la investigación como tesis doctoral, su autor obtuvo el Grado de Doctor con los máximos reconocimientos y se incorpora en calidad de profesor colaborador al área de Historia e Instituciones Económicas de la Universidad de Sevilla. La excepcionalidad académica de un historiador de vocación y oficio había terminado. 
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			Introducción 




			 




			PLANTEAMIENTO GENERAL 




			 




			Son varias las interpretaciones que se han dado de la guerra civil de 1936-1939. Algunas de ellas se remontan a los inicios de la edad contemporánea y a las dificultades y problemas con los que se enfrentó España al intentar superar el Antiguo Régimen en el largo y convulso ciclo que ocuparía el primer tercio del siglo XIX. Los trabajos de Fontana y Artola son fundamentales para saber de dónde venimos y por qué fue tan difícil despegar. Sin duda hay líneas interpretativas que partiendo de ahí llegan hasta la guerra civil: la inacabable crisis política que atraviesa el siglo XIX y se adentra en el XX; la crisis económica que impidió a España estar en los momentos claves a la altura de los demás países europeos; la lucha entre laicismo y clericalismo; la siempre conflictiva integración en un ámbito común de las diferentes nacionalidades históricas; el peso excesivo a lo largo de tan prolongado ciclo —prueba de que algo iba mal— de instituciones tan poderosas como el Ejército y la Iglesia; en definitiva, la crisis de un Estado que tardó demasiado en modernizarse y que si se miran aspectos concretos del desarrollo de la Administración Pública como la Enseñanza o el Ejército se observa que todo se complicó más de lo deseable. La historiografía conservadora, que nunca tuvo gran aprecio por el siglo XIX, prefirió hablar de «la España de los problemas», destacando la crisis del 98, la crisis política, el problema regionalista, el problema religioso, la crisis socioeconómica, etc. Y todo ello con secuelas que llegan hasta nuestros días. Sin duda es más acertada la concisión con la que el historiador Ramón Carande definió nuestra historia: demasiados retrocesos. 




			Hay además otro problema, hoy un tanto apagado, al que no siempre se le ha dado la importancia que merece a la hora de explicar las causas de la guerra civil: la cuestión agraria. Por razones que luego se exponen, entrado ya el siglo XX, dicha cuestión jugaba un papel fundamental que no le correspondía. Y ello a pesar de que, tal como demostraron en su momento investigaciones tan valiosas como la de Santiago Zapata, el sector agrario de los años de la República poco tenía que ver con el de la crisis de fines del siglo XIX. Baste decir que en ese tiempo un millón de hectáreas (ha) de montes y dehesas fueron convertidas en tierras de labranza, de forma que la superficie agraria casi se duplicó (pasó de un 27,3 % a un 50,6 %).1 No obstante, como ya apuntó Domingo Gallego, en tierras de poca emigración como la Extremadura de entonces, ese aumento de tierras productivas fue paralela al mantenimiento de una abundante mano de obra, creando un contexto peculiar, muy distinto al de las provincias del norte y del área mediterránea, contexto que permite afirmar que «el interior del sur se convierte en la gran reserva de mano de obra de la economía española».2 Lo cierto es que en torno a la tierra, clave en el mercado de trabajo, giraba el 90 % de los jornales y, por consiguiente, la mayor parte de los problemas políticos, económicos y sociales de la sociedad española, una sociedad fundamentalmente rural, mal estructurada y alejada de las castas políticas que coparon la vida política española en el medio siglo que va de la Restauración a la llegada de la República. Entre los problemas que se arrastraban del pasado ocupaba el primer lugar la cuestión agraria, estrechamente unida a la reforma agraria liberal realizada a lo largo del siglo XIX y que constituye un hilo conductor central para analizar nuestra historia contemporánea. 




			Y si alguna región de España encarnaba históricamente estos problemas era Extremadura —la vasta y triste Extremadura que reflejó Ilya Ehrenburg en 1931 en su España, República de Trabajadores— y especialmente Badajoz. De ahí que con la proclamación de la II República considerara llegada su hora y de ahí también la forma especialmente intensa con que se vivió en ella todo lo relativo a la Ley de Reforma Agraria. Las otras regiones marcadas por el problema de la tierra, como Andalucía, si exceptuamos el caso de Jaén o algunas zonas de Cádiz, prácticamente no conocieron la aplicación de aquella ley durante la República. Y de provincias castellanas como Salamanca, Ciudad Real, Toledo o Albacete cabe decir otro tanto. Desde luego, por poco o mucho que se hiciera, en ninguna provincia se aplicó la reforma en la medida en que se hizo en Badajoz, como demuestra el boletín del Instituto de Reforma Agraria. Está fuera de dudas que la provincia clave para el estudio de un proyecto republicano tan importante como fue el de la reforma agraria es Badajoz. Por varios motivos: porque es la provincia idónea para explicar la tensión histórica acumulada sobre la tierra, porque tuvo protagonismo especial durante la experiencia reformista republicana y porque, llegado el 18 de julio, conoció al mismo tiempo los efectos del fascismo agrario y la revolución campesina tan largamente soñada. 




			El franquismo fue siempre consciente de lo que había representado Extremadura en aquel trance histórico, igual que fue siempre consciente de los métodos empleados en Badajoz para acabar de cuajo con el problema y con la resistencia popular que encontró. Aún nos faltan datos pero, por lo que sabemos hasta ahora, se trata sin duda de una de las zonas donde la represión franquista fue más dura; quizá la que más. Posiblemente por eso el régimen franquista mostró siempre un profundo desprecio por la región, desprecio que llevó incluso a eliminar su nombre de los mapas y a convertirla en una especie de colonia interior proveedora de materias primas y de mano de obra. Todo ello la convirtió en una de las regiones más castigadas por la dictadura con consecuencias que llegan hasta nuestros días. 




			Precisamente, al preguntarnos qué sabemos en Badajoz de toda esta historia hay que decir que muy poco, pues para empezar la región no disfrutó de Universidad hasta ya entrados los años setenta y la división de Ciencias en Badajoz y Letras en Cáceres ha orientado más la investigación histórica hacia esta provincia que hacia la otra. No hay exageración alguna en decir que la historia de la II República en Badajoz está por conocer. Y lo poco que hay, si exceptuamos visiones generales como la Historia de Extremadura coordinada a mediados de los años ochenta por el profesor Ángel Rodríguez Sánchez desde la Unex, es historia local, como el magnífico trabajo de José María Lama sobre la República y la guerra civil en Zafra. 




			Badajoz plantea también otro aspecto importante, pues muestra de manera descarnada qué fue realmente eso que llamamos guerra civil. Como ya expuse en La columna de la muerte, en la zona de Badajoz que cae en poder de los golpistas en el verano de 1936 no hubo guerra civil alguna, sino un golpe militar que se impuso a sangre y fuego en cuestión de meses. Ese golpe militar tenía como uno de sus objetivos fundamentales acabar con la reforma agraria y sus protagonistas, especialmente los campesinos que creyeron en ella. Este trabajo insiste una vez más en que la guerra civil fue precedida por un golpe militar que duró el tiempo que las columnas africanas tardaron en llegar a las puertas de Madrid. Luego, el golpe, triunfante en media España, devino en guerra ante la resistencia de la otra media y ya con el apoyo nazi-fascista. Antes de que tal cosa ocurriera, de que la «guerra civil» ocupara todo el espacio, las tropas de Franco pasaron por Badajoz y dejaron claro en qué consistía su programa para la nueva España en marcha. En este caso sabemos el final pueblo a pueblo y casi nombre a nombre. Esto hace que la historia que se narra y las vicisitudes de sus protagonistas cobren un matiz especial. Saber cómo acabaron Nicolás de Pablo, Ricardo Zabalza o los hermanos de José Sosa Hormigo engrandece su lucha; saber que Margarita Nelken permaneció en Madrid en los terribles días de noviembre en que el ejército de Franco, el mismo que había masacrado las tierras extremeñas que ella tan bien conocía, la cercaba sin piedad nos hace más humana y comprensible su vehemencia por la mejora de las condiciones de vida de los humildes; saber el final de cientos de braceros y jornaleros eliminados pueblo a pueblo por el simple hecho de querer mejorar sus condiciones de vida dignifica su dura vida y nos permite atisbar la base de terror sobre la que se edificó el franquismo. 




			Finalmente, frente a toda una tendencia que ha intentado e intenta presentar la última fase de la República, el Frente Popular, como el negro túnel que conduce a la inevitable guerra civil, este trabajo pretende restablecer la entidad de esos meses como el camino que, en medio de un momento álgido de la lucha de clases, hubiera conducido a una nueva España, más al gusto de la mayoría, de no ser por quienes desde el mismo día de las elecciones actuaron para que tal posibilidad nunca existiera. 




			 




			SOBRE LAS FUENTES 




			 




			En otro orden de cosas, lo primero que habría que decir es que éste no es un trabajo sobre la historia de la reforma agraria de la II República en Badajoz. Por dos motivos: por los orígenes de la propia investigación y por los condicionamientos objetivos de dicho proyecto. Fue un trabajo anterior, La columna de la muerte (Crítica, 2003), el que condujo a éste. La gran matanza de campesinos que tuvo lugar en Badajoz al paso de las columnas franquistas y durante los meses y años posteriores llevaba inevitablemente como tema de fondo a la cuestión agraria y, sobre todo, a lo ocurrido en Badajoz entre febrero y julio de 1936, los meses del Frente Popular. Coincido plenamente con Ricardo Robledo y Luis Enrique Espinoza en que existen dos períodos claramente diferenciados en el desarrollo de la reforma agraria, cuya línea divisoria no sería otra que las elecciones de febrero de 1936 y que permiten hablar de «una Reforma Agraria distinta».3 Hacía falta pues investigar qué pasó realmente durante esos meses en una provincia como Badajoz, que se adelantó a los planes previstos en el programa de la coalición vencedora en las elecciones. Fue el 25 de marzo la fecha clave de ese proceso con la gran movilización campesina y la ocupación masiva de fincas. Naturalmente, este proceso abierto tras las elecciones de febrero de 1936 no se entiende sin el fiasco de la reforma agraria del primer bienio y sin los hechos que condujeron a la huelga campesina de junio de 1934 y a la posterior represión, cuyos efectos se prolongarían hasta el final del bienio negro. Era necesario pues hacer una larga introducción que hiciera comprensible lo ocurrido en los meses del Frente Popular y lo que vino después a partir del 18 de julio de 1936. 




			Al contrario que Cáceres y otras provincias españolas, Badajoz, salvo las excepciones que se mencionan a lo largo de la obra y en la bibliografía, no cuenta con una investigación completa sobre reforma agraria de la II República. Por asombroso que parezca, lo más cercano a ese papel lo siguen cumpliendo aún hoy los ya clásicos trabajos de Pascual Carrión, Los latifundios en España (Ariel, 1975) —inagotable fuente—, reedición del de 1932, y de Edward Malefakis, Reforma agraria y revolución campesina en la España del siglo XX (Ariel, 1971), que aún sigue siendo un trabajo de referencia. Otros datos importantes como los del Registro de la Propiedad Expropiable los conocemos, aunque no completos, por el trabajo de Francisca Rosique sobre La reforma agraria en Badajoz durante la II República (Diputación de Badajoz, 1988), muy desigual y que en modo alguno responde a lo que decía su subtítulo: la respuesta patronal. La utilidad del trabajo de Pascual Carrión por la riqueza de sus datos está fuera de toda duda, y la importancia del libro de Malefakis radica no sólo en constituir la investigación más minuciosa y profunda realizada sobre el asunto hasta la fecha sino por prestar atención especial al caso de Badajoz. Ya dijo el historiador Joaquín Romero Maura poco después de su publicación que casi nada se sabía de la reforma agraria de la II República hasta la obra de Malefakis, recibida como un acontecimiento historiográfico y a la que se reconocía el valor de su análisis y la claridad expositiva. Aunque tampoco está de más recordar a Manuel Tuñón de Lara cuando comentaba con agudeza —tiempo habrá de comprobarlo— que el análisis de Malefakis dominaba la cúspide pero no los niveles de base ni los intermedios.4 Con todo, los trabajos de Carrión y Malefakis están muy presentes en la base y en el desarrollo de la introducción que constituye el primer apartado de este trabajo. Base enriquecida con la lectura de otros estudios y con documentación original procedente de diversos archivos. 




			En realidad la fuente primera y fundamental para el estudio de la reforma agraria republicana debería de ser el archivo del Instituto de Reforma Agraria (IRA) conservado en la Dirección General de Desarrollo Rural (antes IRYDA), pero existen varios impedimentos. El primero, la considerable dimensión de los fondos relativos a Badajoz: 165 (el 15 %) de las 1.118 cajas que componen el archivo son relativas a Badajoz, la provincia que más documentación generó,5 y, unido a esto, las enormes dificultades que plantea su consulta dada su ubicación en las afueras de San Fernando de Henares y las peculiares características del archivo, situado en los hangares de la Escuela de Capacitación Agraria del Ministerio de Agricultura. En este sentido sería muy de agradecer, aunque sólo fuera por la conservación y correcta ordenación del archivo, y de paso por facilitar su consulta, que los fondos del IRA fuesen depositados en el Archivo Histórico Nacional, ya fuera en Madrid o en Salamanca (preferiblemente en esta última, que ya conserva importantes documentos del Instituto). Además, las catas realizadas siguiendo el catálogo que coordinó José Luis Martín en los años noventa permiten decir que, aunque es posible que aparezcan documentos sueltos en cualquier legajo —digamos que se hizo una catalogación de urgencia—, la riquísima documentación existente sobre cada finca no refleja el final del proceso, hecho que puede explicarse por la manera en que se actuó en los meses posteriores al golpe militar en las zonas ocupadas. Así las cosas, no hay exageración alguna en afirmar que utilizar los fondos del IRA en un trabajo de este tipo constituye en sí un hecho meritorio. Sin duda, estos factores deben de haber contribuido a que dicho fondo documental haya sido en general tan poco utilizado. 




			A los impedimentos mencionados hay que añadir otros condicionamientos no menos importantes. El primero, la desaparición del Archivo del Gobierno Civil de Badajoz, una carencia irremediable en general para el estudio de la República y muy especialmente para la etapa del Frente Popular. Los fondos de Gobernación del Archivo Histórico Nacional suplen muy parcialmente este problema por lo que se refiere a los primeros años republicanos, pero el grueso de la documentación se encuentra en Alcalá de Henares ordenada en centenares de cajas dentro de unos fondos que recogen documentación desde el siglo XIX hasta la guerra civil. De cada pueblo hay docenas de expedientes, pero en el instrumento de descripción no se detalla la fecha de cada uno, con lo cual buscar los del período 1931-1936 es como buscar una aguja en un pajar. No contamos pues con una documentación oficial que sería fundamental para el estudio de la etapa final de la República antes del golpe militar. 




			Tampoco disponemos de la prensa de izquierdas. Ni en Badajoz ni en Madrid. Con lo cual la visión de los meses del Frente Popular es la que obtenemos de periódicos como el Hoy, uno de esos periódicos católicos ferozmente antidemocráticos creados al calor de la crisis de 1933 y que no descansaría hasta ver arrasada la República burguesa, laica y reformista. Todos los intentos que he hecho para localizar ejemplares de Vanguardia, un periódico creado en 1931 por Diego Hidalgo que en años sucesivos se situaría más a la izquierda, o La Verdad Social, de carácter socialista y fundamental para el estudio de la conflictividad social en Badajoz, han fracasado; al igual que los realizados para encontrar prensa obrera local, de la que sólo ha sido posible localizar ejemplares sueltos o publicaciones facsímiles de algunas colecciones en manos de particulares. Lógicamente, el uso —he procurado que no fuera abuso— de Hoy sirve casi exclusivamente, lo que no es poco, para explicarnos las ideas y estrategias de la derecha católica y agraria extremeña en los meses finales de la República en Badajoz. La prensa además se ve afectada por otro problema: la censura, que, al amparo de la Ley de Defensa de la República de 21 de octubre de 1931, vigente hasta la aprobación de la Ley de Orden Público de 28 de julio de 1933, afecta precisamente a algunas de las historias que aquí se cuentan, caso de las ocupaciones de tierras de marzo del 36. 




			Una de las empresas más importantes acometidas en los últimos años por la Consejería de Cultura de la Junta de Extremadura ha sido la catalogación de todos los archivos municipales de la región, tarea que ha sido concluida recientemente. Aunque llega con cierto retraso, dado el grado de destrucción sufrido por el patrimonio documental municipal hasta no hace mucho, hay que alegrarse de su conclusión. El catálogo permite hacerse una idea del desastre. Especialmente en lo que concierne a la documentación relativa al período 1931-1945, hecho que se repite en otras provincias, caso de la vecina Huelva, y que permite pensar en un expurgo voluntario y certero de los «papeles de la República y de la guerra». Llama la atención la presencia constante de ciertos documentos a lo largo de los años —los relativos a quintas por ejemplo— y el agujero negro que se tragó el patrimonio documental republicano. El catálogo —titulado Censo de Archivos Municipales de la Comunidad Autónoma de Extremadura, Junta de Extremadura, Consejería de Cultura y Patrimonio, Mérida, 1999 (5 tomos)— me ha permitido hacerme una idea de todo lo que había sobre tema agrario en la provincia de Badajoz y planificar las consultas aún ignorando el volumen y la importancia de la documentación. Como queda patente en el trabajo, aun en medio de un panorama desolador, ha habido alguna sorpresa grata tanto en la provincia como en ese gran archivo que es el de la Guerra Civil de Salamanca, que conserva algunos documentos de gran interés para el estudio de la Extremadura que pudo seguir siendo republicana tras el paso de las columnas golpistas. En este sentido, la documentación municipal, al darnos alguna información sobre el proceso de ocupaciones, complementa al IRA, que no entra en este asunto. 




			 




			SOBRE LA INVESTIGACIÓN 




			 




			La investigación tuvo como punto de partida la documentación ya acumulada para el estudio de la implantación del golpe militar del 18 de julio en Badajoz, básicamente la Causa General, los fondos político-sociales del archivo de Salamanca y los informes locales recogidos por la Auditoría de Guerra de la II División Orgánica (actual Archivo del Tribunal Militar Territorial Segundo). Era tan rico su contenido que movía a aprovecharlos. Y hay que señalar la paradoja de que unos documentos orientados exclusivamente a justificar el golpe militar y la represión puedan reflejar y servir para lo que sus autores nunca imaginaron. Me refiero a los formularios de la Causa General donde los afectados por el Frente Popular y los días rojos expusieron sus quejas; a la variopinta e inclasificable documentación acumulada en Salamanca, entre la que cabría destacar los informes locales y la correspondencia de personas muy significativas, caso de Margarita Nelken; y a los riquísimos fondos del Archivo Militar de Sevilla, que en aquel tiempo en que buena parte de Badajoz quedó descolgada de la primera región militar recogió lo que en ella se produjo en el terreno judicial-militar. 




			En segundo lugar, y aquí el trabajo se prolongó a lo largo de tres años, la investigación tuvo por objetivo primordial los archivos municipales. Ya se han indicado los problemas y las deficiencias, pero falta añadir el hallazgo que supuso encontrar los fondos completos de reforma agraria de Bodonal de la Sierra y Fuentes de León, hecho providencial que permite contemplar con detalle el proceso desde la reforma hasta la contrarrevolución. Otros archivos, como el de Zafra, Fuente de Cantos, Puebla de la Calzada, Reina, Valverde de Llerena o Torre de Miguel Sesmero permiten una visión de conjunto. No obstante, la clave está en los dos pueblos indicados, ya que por lo que sabemos la zona más conflictiva de la provincia fue precisamente el suroeste. Respecto a la zona oriental, dado el lamentable estado de sus archivos, ha sido también importante poder disponer de fondos documentales de Magacela, Malpartida, Quintana y Valle de la Serena. Otros archivos también aportaron alguna información de interés tanto sobre los pasos de la reforma a partir de febrero del 36 como sobre la actitud del IRA. Aparte de todos estos archivos que fueron útiles para la investigación, cuya relación completa puede verse al final del trabajo, visité también, sin resultado alguno pese a contar en los catálogos con entradas sobre cuestiones agrarias diversas, otros como los de Aceuchal, Almendralejo, Cheles, Fuente del Maestre, Higuera de la Serena, Higuera de Vargas, Hinojosa del Valle, Oliva de Mérida, Retamal de Llerena, Torremejía, Usagre, Valencia de las Torres, Villalba de los Barros y el de La Codosera, depositado como otros en la Diputación de Badajoz. Es decir, que en total visité unos cuarenta archivos municipales (una cuarta parte de los de la provincia). 




			Un archivo clave del que ya se han comentado sus problemas fue el del Instituto de Reforma Agraria. He obtenido de él información de gran interés, tanto de la etapa republicana como de los tiempos inmediatos posteriores al golpe militar y tiene por ello una presencia importante en esta investigación, pero reconozco que sólo me he asomado a ese inmenso y riquísimo fondo documental. Archivos menores más no por ellos menos importantes han sido la Fundación Pablo Iglesias, el Centro Cultural Santa Ana (Almendralejo) y el archivo de Diego Hidalgo. Cada uno de ellos ha aportado un personaje para este trabajo: Ricardo Zabalza, sin duda el principal dirigente de la FNTT y cuya influencia en Extremadura fue enorme; Luis Chorot, abogado y propietario que refleja bien la burguesía agraria extremeña a la que pertenecía; y Diego Hidalgo, abogado natural de Los Santos de Maimona, representante de su partido en cuestiones agrarias, ministro en el bienio negro y fiel exponente de lo que dio de sí el Partido Radical: su correspondencia con los amigos vale más que un tratado sobre el radicalismo. Aparte de esto, y en el apartado hemerográfico, habría también que mencionar los que he llamado «Papeles de Bruguera», una serie de apuntes, mapas y notas sobre el tema agrario, en ocasiones sumamente agudas, tomadas de la prensa francesa y española por F.G. Bruguera y que me fueron proporcionadas por Antonio Miguel Bernal. 




			En la bibliografía hay que distinguir varios niveles. Las obras cercanas al núcleo del tema tratado (Cobo Romero, López Martínez, López Ontiveros-Mata Olmo); las relacionadas con el 18 de julio y la contrarreforma agraria (Barciela, Sevilla-Guzmán, Sorní, etc.); las obras de referencia (Carrión, Malefakis, Tuñón, Brenan, Ballbé, el colectivo de Extremadura saqueada); las publicadas en aquellos años (Díaz de Entresotos, González Ortín, Hidalgo, Jiménez de Asúa, Romero Solano, Cabezas, Cerro, etc.); las memorias de protagonistas (Vidarte, Barquero, Pajuelo, Vallina, Zafra), algunas de ellas inéditas (Godoy, Mejías, Yerga); otras que complementan aspectos concretos de la investigación o que deben ser tenidas en cuenta por algún motivo; y las investigaciones de todo tipo sobre la experiencia republicana en Badajoz, que ocupan la mayor parte de la bibliografía. Aquí hay de todo, desde el trabajo de historia local que siempre guarda algún dato interesante (con pequeñas joyas como el de Rubio y Gómez Zafra sobre Almendralejo) hasta trabajos y artículos de gran interés (Lama, Molano, Hinojosa, Ibarra, Rodríguez Hermosell, Almoril, Rodríguez Carrasco, etc.). Entre ellos, por su relevancia para esta investigación, destacaría una obra peculiar y enteramente desconocida por tratarse de una tesis de licenciatura inconclusa de la Unex. Me refiero a «Reforma agraria y conflictividad campesina. Badajoz (1931-1936)», de Hortensia Méndez Mellado, un trabajo que ofrece un conjunto de materiales muy interesantes para el estudio de la reforma agraria y que en algunos aspectos, como las referencias de prensa sobre conflictividad social y laboral, ha sido utilizado casi como fuente de primer orden. 




			No obstante, debo decir que sobre el objeto del trabajo, la reforma agraria del Frente Popular, existe un vacío historiográfico casi absoluto, ya que muchos trabajos dedicados a los años republicanos, en consonancia con la historiografía franquista, que intentó borrarlos, no prestan atención alguna a los cinco meses posteriores a las elecciones de febrero por considerarlos una especie de tierra de nadie que conducía a la «inevitable guerra fratricida». Ejemplos de esto serían los trabajos, tan diferentes por otro lado, de Rosique y Biglino. 




			Dados, pues, los orígenes y las limitaciones expuestas, éste es un trabajo cuyo objetivo principal, que ocupa el segundo apartado, son las vicisitudes de la reforma agraria en los meses del Frente Popular y su final abrupto. Y ahí radica su novedad, en mostrar la singularidad de la experiencia republicana en Extremadura en aquel fugaz y preciso momento histórico. Matizaré más: ésta es una historia política de la reforma agraria en Badajoz durante los meses del Frente Popular. No entra en la historia económica de dicha reforma, lo que se tendrá que hacer empezando desde 1932 y a partir de los fondos del IRA. Y sin duda, dentro de la historia que se cuenta, hay un hito: la invasión de fincas del 25 de marzo de 1936, hecho al que se dedican numerosas páginas por creer que es importante y que hasta ahora no ha sido suficientemente tratado. Aparte de esto, la investigación intenta probar otras dos cuestiones que, si no nuevas, no se habían tratado hasta ahora en detalle: la estrecha relación entre la reforma agraria y la represión franquista (paralela a la contrarreforma agraria y cuya mezcla permite hablar de contrarrevolución), y, unido a lo anterior, el extendido fenómeno de las incautaciones salvajes de tierras, viviendas, animales, productos agrícolas y objetos de todo tipo, tema este que, dada su importancia y vigencia, en modo alguno hay que dar por cerrado. 




			En un primer momento el tercer bloque del trabajo, sirviéndome del conocimiento ya acumulado sobre la represión local en La columna de la muerte, trataba exclusivamente de mostrar el trasfondo agrario de la represión fascista. No obstante, resultaba tentador asomarse al otro lado del estable frente extremeño, a las vicisitudes de la reforma agraria en la parte de Badajoz que siguió bajo la República. El trabajo no hubiera quedado completo sin este apartado, pues si en un lado la reforma agraria se vio engullida por una verdadera contrarrevolución, en el otro, gracias al golpe militar, se entró por una vía revolucionaria que nunca hubiera sido permitida por el Gobierno de Manuel Azaña si la República hubiera seguido su curso. 




			Son pues tres bloques que creo que suponen, pese a las limitaciones y carencias, un acercamiento real a la Extremadura de los años 30. Me hubiera gustado contar para Badajoz, por citar sólo algunos, con las buenas investigaciones sobre historia agraria con que cuenta Cáceres tanto para el siglo XIX como para el XX, trabajos que remiten a historiadores como Fernando Sánchez Marroyo, Juan García Pérez o Sergio Riesco, o con los magníficos trabajos de Francisco Cobo para Jaén, López Ontiveros y Mata Olmo para Córdoba o Mario López para Granada. Igualmente, aunque he disfrutado siempre de la ayuda y colaboración de Ricardo Robledo y Luis Enrique Espinoza, me hubiera sido de gran utilidad tener sus conocimientos de historia agraria. Reconozco, por otra parte, que pese a la importancia que tuvo el problema de los yunteros en la provincia de Badajoz, y a pesar de aportar los datos de interés que se aportan, no resulta fácil profundizar en los espacios que separaban el mundo de los jornaleros del de los yunteros, arrendatarios y pequeños propietarios, por más que esté demostrada la importancia de estos últimos en varios partidos judiciales donde la tierra estaba más repartida. No obstante, hay que decir que la represión no hizo distingo alguno entre unos y otros campesinos. Sin embargo, el cuadro general resultante sí permite terminar con el esquema de una sociedad polarizada entre grandes propietarios y masas sin tierra. Resulta evidente que en algunas zonas habían surgido capas intermedias que son precisamente los que aportarán variedad de matices a hechos claves como las citas electorales, la vida municipal, la respuesta al golpe militar y el apoyo al nuevo orden impuesto por las armas. Sin la existencia de esos sectores no se entenderían bien en toda su complejidad algunos de estos hechos. 




			Ni que decir tiene que, como en cualquier investigación de este tipo, al final son tantas las cuestiones planteadas e investigadas como los interrogantes que van surgiendo al mismo tiempo. Temas que quedan abiertos, algunos de ellos de gran calado, como la particularidad del socialismo extremeño, tanto dentro de la estrategia general del PSOE de los años treinta como en relación con las muchas ideas asentadas que tenemos sobre la reforma agraria y las fuerzas que la promovieron en España; o incluso otro más delicado y complejo: la viabilidad y validez de la reforma emprendida, validez que en este trabajo no se pone en duda pero que sí ha sido criticada por algunos de quienes se han acercado al tema desde una óptica predominantemente económica. 




			Reconozco, finalmente, que uno de los libros que motivó en mí el deseo de investigar fue la lectura allá por los primeros años 70 de la ya referida obra de Edward Malefakis. La traducción de su título original era Reforma agraria y revolución campesina en España, título que pasó casi igual a la edición española. Sin embargo al publicarse en nuestro país perdió su significativo subtítulo: «Orígenes de la guerra civil». El subtítulo del presente trabajo: «Los campesinos de Badajoz y el origen de la guerra civil», además de delimitar claramente el objeto de esta investigación y por más que sus planteamientos y conclusiones sean diferentes cuando no opuestas, quiere ser un homenaje a aquella obra y a su autor. 
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			Badajoz y la reforma agraria de la II República 




			



				 




				Las reformas agrarias no se han hecho con leyes ni con medidas parciales y democráticas; se han hecho por la fuerza y con sangre. 




				 




				EDWARD MALEFAKIS 




				 




				Los hombres que gobernaron la República española de 1931 a 1933 sabían lo que convenía emprender, aunque se equivocaron al pensar que podían realizarlo sin violencia. 




				 




				JOSEP FONTANA  




			




			 




			ANTECEDENTES 




			 




			La reforma agraria de la II República supuso, en primera instancia, la revisión de la llamada, ya entonces,6 reforma agraria liberal, es decir, de todo el gran trasvase de propiedad conocido por desamortización que tuvo lugar a partir del siglo XVIII, primero con motivo de la guerra con Francia (1793-1795), y especialmente a lo largo del XIX, empezando con la llamada guerra de la Independencia (1808-1814), durante la que con el pretexto de atender a las necesidades surgidas, bienes comunes como los ejidos pasaron a manos privadas. Este proceso, que como sabemos tuvo motivos económicos y motivos políticos, afectó a tres sectores: el eclesiástico, el señorial y el municipal; y se desarrolló en varias fases: la de Mendizábal,7 en 1836, en pleno desmantelamiento del Antiguo Régimen tras la muerte de Fernando VII, y la de Madoz, en 1855, de consecuencias más profundas que la anterior y que se prolongó hasta finales de siglo. Sin gran fundamento, la desamortización de Mendizábal fue considerada como «eclesiástica» y la de Madoz como «civil». La segunda, la más problemática y de peores consecuencias, afectó especialmente a los bienes municipales y a los comunales, entre los que destacaban las numerosas dehesas de aprovechamiento común existentes en la provincia. Estamos hablando de un cambio de propiedades que afectó al 20 % del territorio nacional. Los datos del período 1836-1895 serían los siguientes: 




			 






  

    	Tasación 


  


  

    	 

    	N.° fincas  


    	(en reales) 


    	Remate


    	% nacional


  


  

    	Badajoz 


    	26.451


    	316.875.744


    	655.766.700


    	5,80 


  


  

    	Cáceres 


    	15.640


    	244.410.931


    	471.732.917


    	4,178 


  





			

   




			Sólo entre 1858 y 1867, momento álgido del proceso desamortizador, el 75 % de lo vendido en Badajoz y el 87 % de lo de Cáceres fueron bienes de propios; y de 5.661 fincas vendidas, 5.561 fueron rústicas y 100 urbanas. Y sólo en un año, 1858-1859 —y por más que haya que tomar con precaución estos datos—, hubo 4.282 propietarios menos de los que pagaban una contribución territorial inferior a 50 reales y 26 más de los que pagaban 10.000 reales.9 Según Juan García Pérez la desamortización en Extremadura supuso el trasvase a particulares de alrededor de un millón y medio de hectáreas.10 En esos años, Badajoz, con el 7,5 % del total nacional, fue la provincia en que más bienes se vendieron. Afectó a casi todos sus municipios y fue uno de los procesos más importantes a escala provincial, produciendo más beneficios en la zona occidental que en la oriental. Miguel Ángel Naranjo Sanguino, que ha estudiado la primera gran fase de la desamortización en Badajoz, cree que la burguesía que organizó y se benefició de este proceso optó por un capitalismo de base agraria que resultaba rentable y seguro en base a la dehesa como unidad de producción. Aunque hubo gran número de pequeños y medianos compradores, se produjo una gran concentración tanto de la tierra como de la inversión en un reducido grupo de grandes compradores, que además se hicieron con tierras de gran valor a precios insignificantes. Este modo de integrarse en el mercado capitalista trajo, según el mismo autor, una serie de consecuencias negativas. Para empezar, la inversión hacia el sector agrario apartó a la región, en un momento clave, de un capitalismo industrial mucho más complejo y arriesgado a los ojos de los inversores. «La economía agraria extensiva escasamente productiva que dominó en Extremadura implicó un débil crecimiento demográfico que anuló buena parte de las expectativas de mercado que pudieran haber dinamizado el desarrollo regional», escribe Naranjo Sanguino.11 




			Todo ello repercutirá muy negativamente en el mundo laboral, con esa masa humana jornalera —el rebaño hambriento ahora proletarizado y siempre forzado a trabajar por salarios de miseria— a la que se ha privado de todo sostén (la leña, caza y pasto que le proporcionaban los propios y comunes), que llegará inerme al siglo XX12 y cuyas luchas han sido parcialmente estudiadas.13 En medio millón de hombres cuantificó Vázquez Humasqué el número de braceros con que se encontró la República.14 Así surgió la cuestión social.15 Además, la desamortización, con el acicate que supuso para la inversión en personas ajenas a la provincia, consolidará el absentismo como una característica de la propiedad territorial en Extremadura. Y políticamente imposibilitará cualquier posible modernización, estancando a la región en un sistema caciquil que, parcheado una y otra vez, perdurará hasta la llegada de la República. En definitiva, caciquismo y «triunfo de la opción proteccionista que habría sancionado el estancamiento agrario español en el contexto internacional».16 O como ha escrito Juan García Pérez: 




			 




			... se generó un régimen de propiedad caracterizado por el dominio absoluto del latifundismo, maduró un modelo de sociedad oligárquica de raíz aristocrática y profundamente desequilibrada, en la que nunca hizo acto de presencia una pujante burguesía comercial e industrial, y en perfecta consonancia con esa realidad socioeconómica fraguó un sistema de ideas y valores muy tradicional.17 




			 




			Todo este proceso, cuyo origen nos llevaría a la segunda etapa de la llamada Reconquista (siglos XI-XIII) y al papel al que la Mesta (organización que agrupaba a los grandes propietarios de ganado desde el siglo XIII) y el fenómeno de la trashumancia condenaron durante siglos a la región, tuvo su inicio a fines del siglo XVIII, se consolidó a lo largo del XIX y se verá coronado con la Ley Hipotecaria de 1861 y la aparición del Registro de la Propiedad, verdadero «epílogo de la revolución burguesa» según Robledo y Espinoza, para quienes su objetivo no era otro que «clarificar y asegurar los derechos de propiedad de la tierra, uno de los objetivos logrados sin duda de aquella revolución, la revolución de los propietarios», ya que tras las transformaciones de la revolución liberal «se hacía necesario un nuevo código de la propiedad territorial que respondiera cabalmente a los cambios producidos». «Santuario de la propiedad burguesa» lo llama Ricardo Robledo.18 El carácter profundamente conservador de la Ley Hipotecaria fue captado de inmediato no ya por la propia burguesía que la había elaborado, sino muy especialmente por la nobleza, la otra gran beneficiada de la desamortización, que captó lo que suponía: una auténtica revalidación de sus viejos y más que dudosos títulos de propiedad.19 Todo ello sin olvidar que, como ha escrito el profesor Fontana, «las reglas legales no son parte de un programa abstracto de transformación burguesa de la sociedad, sino estrategias que se acomodan a las necesidades de quienes las dictan...».20 Es lógico, pues, que el rechazo al proceso desamortizador lata en el apoyo que parte del campesinado prestó al carlismo y se convierta en la principal causa de protesta de un período clave del siglo XIX como fue el Sexenio Democrático (1868-1874), o que nada más proclamarse la I República en febrero de 1873 se produzcan invasiones de fincas y enfrentamientos con la Guardia Civil. El final, abrupto, vendrá con esa gran componenda que fue la Restauración. 




			El hecho de que, por lo que a la estructura de la propiedad respecta, se llegara hasta 1931 sin cambio sustancial en un sector como el agrario, del que dependía el 51 % de la población activa, muestra la cerrazón de los grupos privilegiados, opuestos sistemáticamente tanto a modificar su «lectura liberal de la propiedad y explotación de la tierra» como a cualquier amago de reforma fiscal que mermara sus beneficios. Ricardo Robledo recuerda en este sentido el frente patronal abierto a mediados de 1923 contra el Catastro, considerado una especie de «orgía desenfrenada de apetitos burocráticos», y todo para que prevaleciese la situación permanente de fraude fiscal que caracterizaba la propiedad territorial.21 




			Para Llopis y Zapata, desde el final de la llamada guerra de la Independencia a comienzos del siglo XIX y hasta medidos de los años 30 del pasado siglo, Extremadura vivió una fase de crecimiento económico basada en un continuo incremento del suelo agrícola y la ampliación de la superficie agraria útil (conversión del bosque en dehesa). De hecho, la población extremeña creció más que la española. Pero sin embargo esto no llevó a un desarrollo industrial, debido entre otras razones a la escasa competitividad de los productos y a la endeblez del mercado regional; tampoco se redujeron las desigualdades económicas y sociales. Así, Extremadura llega al siglo XX, en plena era de la industrialización, apostando por un modelo de especialización agraria sin industria, lo que en la práctica suponía, como ya se ha indicado, su integración en los mercados nacionales e internacionales ofreciendo productos agrarios y materias primas y adquiriendo productos manufacturados. A la larga esto acarreó un enquistamiento de la estructura productiva, el mantenimiento de fuertes desigualdades en la distribución de la renta y de la riqueza, y una progresiva acumulación de tensiones en el mundo rural que sólo se haría visible primero con la llegada de la II República. La ruralización que trajo consigo la victoria franquista y el largo período autárquico permitieron subsistir durante unos años más al modelo de especialización agraria, que explotó finalmente en los 50 con la quiebra definitiva del sistema agrario dando comienzo el éxodo rural masivo.22 




			 




			UN INFORME PREMONITORIO: EDUARDO CERRO SÁNCHEZ-HERRERA23 




			 




			En 1927, la revista del Centro de Estudios Extremeños publicó un artículo que, si nos sorprende aún hoy, por fuerza tuvo que llamar la atención entonces. Su título «Algunos datos sobre la vida de la provincia»; su autor, Eduardo Cerro.24 El artículo fue elaborado tomando por base unos cuestionarios enviados a los 161 municipios que componían la provincia y que fueron contestados por 71. Estructurada la información —93 cuestionarios en total— por partidos judiciales, por más que dicha división fue considerada por el autor artificiosa, contó con información parcial de casi todos ellos salvo en el caso de Don Benito, el único de los quince partidos judiciales de Badajoz que no envió respuesta alguna. Cerro partía en su análisis de que el suelo de Badajoz, 22.500 kilómetros cuadrados con escasos accidentes orográficos y con alguna de las mejores tierras de España, no rendía la producción y riqueza que le correspondía, culpando de ello a que «no se cultiva y se cultiva mal». La proporción de tierra laborable en relación con la extensión de los partidos judiciales de los que se tenían datos era: 




			 






  

    	Alburquerque ................................................... 


    	34,26 % 


  


  

    	Almendralejo.................................................... 


    	77,44 % 


    	

  


  

    	Castuera........................................................... 


    	51,78 %


  


  

    	Fregenal de la Sierra ......................................... 


    	76,68 %


  


  

    	Fuente de Cantos.............................................. 


    	75,79 %


  


  

    	Jerez de los Caballeros...................................... 


    	34,87 %


  


  

    	Mérida ............................................................. 


    	75,91 %


  


  

    	Olivenza........................................................... 


    	52,96 %


  


  

    	Puebla de Alcoce .............................................. 


    	53,68 % 


  


  

    	Zafra................................................................ 


    	85,26 %


  







			 




			La media provincial resultante era de un 61,86 %. Sólo siete pueblos de la provincia disponían de un término municipal laborable en su totalidad. Para Cerro esto suponía «una incalculable cantidad de riqueza que no se produce y que, además, no puede utilizarse como capital para engendrar otra nueva». A esto se añadía —y aquí se citaba a «ese español insigne que se llama Julio Senador Gómez»— el hecho de que no se cultivaba bien, con técnicas modernas, repercutiendo negativamente en la economía regional. En tan temprana fecha, Eduardo Cerro ya advirtió sobre algo importante: que el atraso de los sistemas de cultivo no obedecía exclusivamente a la estructura latifundista de la propiedad. Los datos con que contaba le indicaban que la gran propiedad podía representar un problema en los partidos judiciales de Fuente de Cantos, Olivenza o Jerez de los Caballeros, pero que no lo era en los de Almendralejo, Mérida y Zafra. Los cuestionarios también evidenciaron el problema del absentismo: la mayor parte de los grandes propietarios ni eran vecinos ni vivían en Badajoz, por lo que Cerro concluía: «La mayor parte de la riqueza que produce Extremadura se consume fuera, generalmente en el ocio de la corte». Estos grandes propietarios absentistas poseían: 




			 


            



  

    	Almendralejo.................................................... 


    	47,71 %


  


  

    	Castuera........................................................... 


    	43,88 %


  


  

    	Fregenal de la Sierra ......................................... 


    	56,01 %


  


  

    	Fuente de Cantos.............................................. 


    	49,01 %


  


  

    	Llerena ............................................................. 


    	44,22 %


  


  

    	Mérida ............................................................. 


    	38,75 %


  


  

    	Olivenza........................................................... 


    	49,49 %


  


  

    	Puebla de Alcocer ............................................. 


    	68,18 %


  


  

    	Zafra................................................................ 


    	29,91 %


  







			 




			La proporción en partidos como Jerez de los Caballeros o Alburquerque, de los que no se contaba con datos, podía ser mayor incluso. En cualquier caso las cifras ya eran alarmantes: casi la mitad de las tierras de la provincia, cultivadas o no, se hallaban en manos de grandes propietarios que no residían en ella. La otra cara de la moneda eran los vecinos que carecían de propiedad alguna: 




			 






  

    	Alburquerque ................................................... 


    	68,81 %


  


  

    	Almendralejo.................................................... 


    	40,70 %


  


  

    	Castuera........................................................... 


    	43,15 %


  


  

    	Fregenal de la Sierra ......................................... 


    	45,33 %


  


  

    	Fuente de Cantos.............................................. 


    	39,83 %


  


  

    	Jerez de los Caballeros...................................... 


    	79,78 %


  


  

    	Llerena ............................................................. 


    	36,54 %


  


  

    	Mérida ............................................................. 


    	20,50 %


  


  

    	Olivenza........................................................... 


    	63,27 %


  


  

    	Puebla de Alcocer ............................................. 


    	22,74 %


  


  

    	Zafra................................................................ 


    	48,40 % 


  







			 




			Entre los pueblos en que todos los vecinos poseían algo, Cerro destacaba el caso de Villanueva del Fresno, en el que todos, por el hecho de ser vecinos, tenían derecho al uso común de ciertas tierras. El panorama era desolador: el 46 % de los vecinos de los pueblos de Badajoz, obligados a vivir de la tierra ante la inexistencia de cualquier otra opción, carecían de tierra alguna. Si a la concentración de la propiedad en pocas y lejanas manos unimos los defectos y carencias del sistema de cultivo y la existencia de miles de trabajadores agrícolas sin medio alguno de vida, unos por carecer de él, caso de los jornaleros, y otros, los yunteros, por depender totalmente de los propietarios, nos encontramos ante una gravísima situación que fue a peor con el paso del tiempo y a la que cada vez resultaba más complicado poner solución. Eduardo Cerro proponía, siguiendo algunas de las opiniones recibidas en la elaboración del informe, nada menos que «la expropiación forzosa de los terrenos que no se cultivan, siempre que el expropiante sea un núcleo u organismo social». A esta expropiación la calificaba como «la que tiene más aceptación en el mercado de las ideas». Cerro observaba, no obstante, y remitía a Joaquín Costa y a El colectivismo agrario en España, que la mera expropiación y reparto entre los que nada tenían de poco serviría si no iban enmarcadas dentro de una política social más amplia. Experiencias similares mostraban que las parcelas acababan adquiridas a bajo precio y concentradas en pocas manos. Y añadía: «Bien cerca, en el espacio, están los repartos de La Corchuela en Badajoz y el que se hizo en Alburquerque; hubo vecino que vendió su propiedad por un jarro de vino». 




			La expropiación y reparto —reflexionaba Eduardo Cerro anticipándose a problemas que pronto habrían de llegar— tenían que ir parejos a una política de crédito agrícola. Respecto a la desproporción entre propietarios y no propietarios, Cerro pensaba que podría «contrarrestarse en parte con un buen sistema de arrendamientos», y no los de carácter anual típicos de la aparcería o los de un máximo de seis años que predominaban en la agricultura extremeña. En los partidos de Alburquerque, Almendralejo, Llerena, Puebla de Alcocer y Zafra se cobraba la renta en especie, teniendo que ser en los tres últimos proporcional a la producción. En otros partidos predominaba el pago en metálico. Según Cerro, el problema de los subarriendos, salvo en el partido de Herrera del Duque, no existía en Extremadura. 




			Como consecuencia de la situación descrita, que no es otra que la que se asocia al latifundio, el informe destacaba el problema del trabajo infantil. Muchos niños eran dedicados habitualmente al cuidado del ganado. Los cuestionarios mostraban que la edad media en que los niños pasaban a estas tareas era de doce años en los partidos de Alburquerque, Almendralejo, Llerena, Mérida, Zafra y Fuente de Cantos; entre diez y once en Castuera y Olivenza, y menos de diez en Jerez de los Caballeros, Puebla de Alcocer y Herrera del Duque. Las consecuencias sobre su formación física, moral y cultural eran previsibles. Añadía: «Son letra muerta las leyes protectoras de la infancia —esas leyes admirables de España, que protegen al niño desde que se encuentra en el claustro materno—...». En estrecha relación con este problema estaba «la total carencia de centros de cultura» y, en contraposición, la abundancia de tabernas: «Todos los informantes hablan con espanto del exceso de tabernas que hay por todas partes». Sólo algunos pueblos de los partidos de Llerena y Mérida se libraban de esta lacra. Para Cerro la situación cultural de los pueblos ofrecía un espectáculo lamentable: los cuestionarios reflejaban que sólo había ateneos en Fregenal, Almendralejo y Llerena. Aparte de esto, en Segura de León existía una sociedad que ofrecía clases nocturnas a los obreros; otra para la enseñanza de la música en Calera de León y el liceo de Mérida. El resto eran casinos de los que sólo 16 contaban con una pequeña biblioteca. El reconocimiento de esta grave situación constituía para el autor el punto de partida para una necesaria y futura actuación que mejorara los sistemas de cultivo, las condiciones de trabajo y el bienestar económico y cultural. 




			Éste era el informe de Eduardo Cerro, fechado en julio de 1927. Fecha y contenido conducen inevitablemente a otro informe del momento: el que el periodista Luis Bello elaboró para el diario El Sol sobre las escuelas de España en 1926, publicado primero en forma de artículos a lo largo de ese año y compilado en un libro en 1927.25 En el caso de Badajoz, Bello pasó por la capital, por Don Benito, Medellín, Olivenza, Talavera, Solana, Almendralejo, Llerena, Azuaga, Higuera de Llerena, Hornachos, Ribera, Villafranca, Mérida, Alburquerque, Jerez de los Caballeros y Fregenal. Aunque su objetivo era el estado de las escuelas, el periodista no pudo evitar —era imposible sustraerse— aludir al problema de la tierra. Así, en el mismo prólogo, escribió: 




			 




			La tierra. Y aquí empieza una observación común a todos los viajeros de todas las épocas. Extremadura es la región donde la tierra está peor repartida, donde los pobres tienen menos y los ricos tienen más. Una enorme población de jornaleros y una lista brevísima de grandes propietarios. Descampados. Desiertos. Pero desiertos en tierra fértil. El conquistador —o dicho en lenguaje contemporáneo: el propietario— ha llegado en la extensión de su propiedad tan lejos como le consintió la blandura de la casta dominada. Este gran problema, el primero de Extremadura, harto más complicado y difícil que el de la enseñanza, merecerá serios estudios y honda preocupación. Tardará mucho tiempo en resolverlo. Extremadura gastará mucha fuerza antes de lograr la conquista de su propia tierra. 




			 




			No faltan en el libro comentarios sobre la realidad social: «A largas temporadas es necesario llegar al repartimiento de los trabajadores entre los hacendados, y, según éstos, siempre se atiende a los más pobres, de modo que en Don Benito nadie se acuesta sin comer». Otro ejemplo, relativo a Jerez de los Caballeros y en alusión a los cuatrocientos o quinientos braceros que aguardan cada temporada que alguien los contrate en la plaza, decía: 




			 




			Los mismos propietarios se inquietan porque no son inconscientes e irresponsables, como los críticos. La situación es ésta: temporadas enteras, casi siempre de octubre a marzo, los patronos y el Ayuntamiento tienen que sostener, por repartimientos, a esos cuatro o cinco centenares de jornaleros parados. Jerez de los Caballeros comprende 74.000 hectáreas en 365 dehesas. Las dos terceras partes son de hacendados forasteros: Fernán-Núñez, Tamames, Alba, Santoña, conde de la Puebla... De todos ellos, sólo sé que ayuda a la difícil situación del Concejo el conde de la Puebla. Día por día, en esas jornadas de invierno, el Ayuntamiento socorre a cada obrero con once reales en la plaza y tres pesetas en el campo. Le da trabajo —claro es—, pero el hombre sabe muy bien que no es lo mismo trabajar por un jornal que trabajar por un socorro. La peonada es floja. Fuman, charlan, divagan; entretienen el tiempo. Si alguien les reprende no se molestan ni se inmutan. Se ríen. «¿Trabajar? ¿Pa qué? ¡Yo soy de oropía! —Es de “obra pía”—.» La caridad no debe exigir a cambio ningún esfuerzo.26 




			 




			El alcalde de Jerez, Francisco Pérez de Guzmán, confiesa a Bello —en 1926— que «es indispensable hacer algo». Según el proyecto de la Junta de Acción Social Agraria entre el Ayuntamiento y el Estado, piensan comprar mil fanegas y dar seis u ocho a los más necesitados. Así, piensa el alcalde, se crearán cien propietarios más. A Luis Bello le parece insuficiente e injusto. 




			Aparte del informe de Cerro y los artículos de Bello, importantes por su contenido crítico y por el momento en que aparecen, y sin olvidar el trabajo de Polo Benito, un católico con conciencia social, sobre los problemas del campo extremeño,27 una obra de 1919 fruto sin duda del fracaso de la Ley de Colonización y Repoblación de 1907 y de la crisis abierta en el año clave de 1917, hay otra fuente —ésta ya fruto del nuevo régimen republicano— mucho más contundente y definitiva que las anteriores y que en nuestra exposición será tenida muy en cuenta. Se trata del trabajo ya clásico del ingeniero agrónomo y catedrático —llegó a ser secretario de la Junta Central de Reforma Agraria— Pascual Carrión, Los latifundios en España, publicado por primera vez en 1932 y que, con todas sus limitaciones, sigue constituyendo una fuente inagotable de información básica sobre la situación agraria con la que España llegó a 1931.28 




			 




			EL BIENIO REFORMISTA (1931-1933) 




			



				 




				Cuantos conocen algo de la economía española saben que la explotación lucrativa de las grandes fincas rurales se basaba en los jornales mínimos y en el paro periódico durante cuatro o cinco meses del año, en los cuales el bracero campesino no trabaja ni come. Con socialistas o sin socialistas, ningún régimen que atienda al deber de procurar a sus súbditos unas condiciones de vida medianamente humanas, podía dejar las cosas en la situación en que las halló la República. 




				 




				MANUEL AZAÑA, en 




				Causas de la guerra de España 




				 




				Mi acompañante me contó la siguiente anécdota: —A este cortijo llegó un día el viejo Maura. El dueño de la finca se jactó de tener las mejores instalaciones del país. «Aquí duermen los puercos», «Aquí paren las puercas» —decía el terrateniente—. Todo estaba limpio, claro, reluciente. Y llegaron a una cuadra inmunda, alfombrada de paja y sacos viejos. «¿Qué es esto?» —preguntó Don Antonio Maura—. «Éste es el lugar donde duermen los gañanes» —le respondió el dueño de la finca—. Y entonces Maura le dio este aviso, a modo de consejo: «Pues... procure usted que no despierten». 




				 




				ALFONSO R. CASTELAO, en 




				Siempre en Galicia29 




			




			 




			Tiempo de reformas 




			 




			Como se ha indicado, si en algo estaban de acuerdo todos los grupos políticos al comienzo de la II República era en la necesidad de una reforma agraria que diese solución a algunos problemas heredados del pasado y sacase de su mísera situación al campesinado. Algunos, sin embargo, han hablado de apariencia de consenso pensando en cuatro razones: el desinterés casi general de la izquierda por las cuestiones agrarias, la escasa representación de la gran propiedad en la primera legislatura republicana, la ausencia del movimiento anarcosindicalista de los foros políticos pese a su gran influencia en el mundo rural y el desconocimiento de la realidad sobre la que se pretendía actuar.30 España era un país donde el 42 % del líquido imponible correspondía al 0,97 % de los propietarios, y donde el 33 % de la superficie catastrada estaba constituida por propiedades de más de 250 ha. En resumen, en España había 12.000 o 13.000 grandes propietarios, otros 72.000 importantes y 1.500.000 de medianos y pequeños propietarios, más 500.000 de arrendatarios y aparceros y 1.900.000 obreros agrícolas. De ahí el compromiso del gobierno provisional en afrontar esta reforma desde su primera declaración de principios, aunque todo ello, eso sí, en términos vagos y dando siempre por sentado el máximo respeto a la propiedad privada para no provocar a los propietarios. En el consejo de ministros del 21 de abril los partidos llegaron a un primer acuerdo sobre la reforma agraria. Se trataba de una serie de reformas parciales de aplicación inmediata en las que tuvo gran influencia el Partido Socialista, el único que había elaborado un programa agrario. 




			De los grupos de normas promulgadas entre el 28 de abril y el 14 de julio, fecha de apertura de las Cortes, dos se referían a los campesinos arrendatarios y cuatro a los jornaleros.31 Así, con la idea de evitar una oleada de rescisiones de contratos por parte de la propiedad si la reforma afectaba a las tierras arrendadas, se prohibió la expulsión de los pequeños arrendatarios salvo si desatendían el cultivo o dejaban de pagar el canon de arrendamiento; también se concedió a los arrendatarios, en caso de abandonar voluntariamente las tierras, el derecho a cobrar las mejoras efectuadas. Otras normas sobre arrendamientos iban dirigidas contra el subarriendo, dando prioridad en el arriendo de grandes fincas a las sociedades y organizaciones obreras frente a los particulares.32 En cuanto a los jornaleros, un decreto del 1 de julio estableció la jornada de ocho horas para el campo. También se crearon entonces unos jurados mixtos para el campo con el objeto de supervisar el cumplimiento de la nueva legislación laboral. Todas estas medidas fueron en principio bien aceptadas incluso por la derecha y la prensa católica hasta que comenzaron a verse sus verdaderas consecuencias. Otro de los decretos, quizá el más conflictivo, fue el de términos municipales del 28 de abril, que impedía contratar trabajadores fuera de cada término municipal. 




			Por lo pronto, al introducir las horas extraordinarias, el primero de los decretos acarreó una subida inmediata de salarios. Y el último representó fundamentalmente una medida efectiva contra el paro en la mayor parte de los pueblos del sur, salvo en los muchos casos en que no existía correspondencia entre población y término,33 al evitar la contratación de obreros forasteros o de inmigrantes portugueses. Y sobre todo privó a los propietarios del recurso tradicional de romper huelgas e imponer los salarios contratando mano de obra forastera. Al mismo tiempo resultó fatal para algunas zonas y situaciones, caso de la gente que vivía en poblados cercanos a las grandes villas agrícolas o los campesinos de la montaña que dependían del llano para subsistir. Vázquez Humasqué reconoció en 1940 que este decreto «originó gran trastorno a la agricultura, porque las masas campesinas lo utilizaron como arma política en forma extremada. Y se desataron un poco los egoísmos desalojando a muchos camaradas porque eran de distinto término municipal...».34 Aún más importante fue el decreto del 7 de mayo sobre laboreo forzoso, cuyo objetivo era impedir que los propietarios saboteasen las reformas dejando sin cultivar las tierras. Para ello se les amenazó con cederlas a otros si no continuaban cultivándolas de acuerdo con «los usos y costumbres». El control debería quedar en manos de unos consejos municipales estrechamente relacionados con las organizaciones obreras locales, muy mal vistos, como era previsible, por los propietarios. Pero lo cierto es que en la práctica ninguno de estos decretos se aplicó drásticamente: unos fueron matizados por normas adicionales y otros sólo se pudieron aplicar a ciertas tierras y con el visto bueno de los técnicos. También hubo propietarios que se negaron a abonar las horas extraordinarias. Conviene señalar que ninguno de estos decretos fueron hechos desde el Ministerio de Agricultura sino desde el de Trabajo. 




			En general hay que reconocer que los decretos agrarios del gobierno provisional supusieron un cambio muy notable en el mundo rural, cambio que benefició al proletariado rural. De hecho, la evolución posterior del proyecto de reforma agraria los convirtió en auténticos hitos de lo que supuso la llegada de la República. Jacques Maurice afirma —creo que acertadamente— que «los decretos de Largo Caballero anticipaban la reforma en una perspectiva amenazadora para el régimen de propiedad privada (y su motor: el beneficio)».35 De ahí que a algunos les preocuparan más los decretos que el proyecto de reforma agraria. Prueba del éxito y del impacto de esta política, entre junio de 1930 y junio de 1932, fue la FNTT (Federación Nacional de Trabajadores de la Tierra), fundada tras la caída de Primo en abril de 1930 por decisión de la UGT, que pasó de 36.639 a 392.953 afiliados, distribuidos en 2.541 comités locales, y su periódico, el semanario El Obrero de la Tierra (OT), pasó de 10.000 a 21.400 ejemplares desde el 16 de enero de 1932, en que apareció, a junio de ese mismo año. Como muestra de su actividad, bastará con decir que entre abril del 30 y junio del 32 la FNTT participó en un mínimo de 925 huelgas. El 40 % de los seguidores del sindicato campesino, la primera organización campesina con poder de alcance nacional, eran de la UGT. En Badajoz, donde mostraron su fuerza con motivo de la oleada de invasiones de fincas de octubre de 1932 y enero de 1933 —en febrero del 32 sumaban 39 secciones con 15.518 afiliados— contaban en junio de 1932 con 110 secciones y 36.673 afiliados.36 El delegado regional era Manuel Márquez Sánchez, de Oliva de la Frontera; otros personajes relevantes serán Luis González Barriga y Antonio Sendrás, altos cargos del Sindicato de Agricultores de Badajoz.37 




			Sin embargo, pese a las reformas acometidas, el problema del paro en Badajoz siguió existiendo: 80.000 parados en julio de 1931.38 Había condicionantes externos, como la crisis mundial, e internos, de complicado manejo. Abandonado el sistema tradicional de alojamientos, por decreto de 18 de julio de 1931 se creó un impuesto local para alimentar a los parados, lo que no evitó el terrible espectáculo de grupos de parados pidiendo limosna por las calles de los pueblos extremeños. También se concedieron ciertas subvenciones especiales a los pueblos para los desocupados y se anunció un proyecto de obras públicas de tres años de duración para Andalucía y Extremadura. El Estado se inhibía de este problema y delegaba en la sociedad. Tenía razón Malefakis cuando afirmaba que la ortodoxia fiscal del gobierno provisional estaba en contradicción con la osada legislación social que se pretendía introducir.39 Por otra parte, muy pronto, pasado el fulgor del 14 de abril y tras las revueltas de mayo, la derecha se mostró mucho más dura con las reformas. Ya a partir de julio las organizaciones patronales hablaron de haber sido colocadas «a disposición de las organizaciones obreras» o de encontrarse en situación de «indefensión parlamentaria».40 Además, la propia evolución política fue dando color y matices a la llamada «coalición de San Sebastián». 




			Las contradicciones internas y la falta de acuerdos básicos dieron al traste con las diferentes propuestas. Primero cayó la de la Comisión Técnica, presidida por Felipe Sánchez Román y que había contado con presencias tan notorias como las del agrónomo Pascual Carrión y el economista Antonio Flores de Lemus.41 Pese a la aparente simpleza del proyecto —básicamente consistía en entregar a los campesinos tierras «sobrantes» sin necesidad de expropiación y, por tanto, sin indemnización, sino sólo una renta—, los propietarios se expresaron a través de la recién creada Agrupación Nacional de Propietarios de Fincas Rústicas, viendo en dicho proyecto una agresión a la propiedad y el camino hacia el socialismo y hacia la destrucción de la economía nacional, que para ellos vendría a ser lo mismo. El presidente de la asociación patronal Unión Económica llegó a decir que la reforma agraria subvertía «los principios de la economía privada, base de la civilización».42 




			La derecha, a través de la minoría agraria, criticó especialmente la decisión de ocupar parcelas de todas las grandes fincas y no sólo de las mal cultivadas. Radicales, líderes republicanos y socialistas, por diferentes motivos, también la criticaron. Uno de los representantes extremeños de la Agrupación, el monárquico Luis Chorot, abogado y propietario de Montijo, realizó una verdadera campaña, tan verdadera como infructuosa, entre los políticos republicanos que conocía (Ángel Ossorio, Bernardo Giner de los Ríos, Gustavo Pittaluga, Dimas Madariaga, Antonio de la Villa, etc.) para que el proyecto agrario fuese modificado sustancialmente. Pedía la abolición del sistema de alojados, la libertad de contratación y el respeto y fomento de la propiedad individual («El propietario que no sabe hasta dónde llegan las lindes de lo suyo no trabaja nunca con fe y con provecho»).43 El caso es que la ponencia de la Comisión fue derrotada, creándose a continuación una nueva comisión, ésta de carácter ministerial y presidida por el propio Alcalá Zamora, que debía redactar un nuevo proyecto. Todo esto coincidió con la huelga general de julio de 1931 en Sevilla, en la que, mostrando por primera vez el viejo concepto de «orden público» en que se movía el nuevo régimen republicano, grupos de cívicos al amparo del Gobierno Civil aplicaron la ley de fugas a cuatro personas en el Parque de María Luisa y fuerzas militares bombardearon la Casa Cornelio, un local frecuentado por los izquierdistas sevillanos en el barrio de La Macarena, con el visto bueno del gobernador militar y del ministro Maura.44 




			El proyecto de Alcalá Zamora, más moderado aún que el anterior, se perdió igualmente entre pasillos y comisiones varias a lo largo del verano y otoño de 1931. Mientras tanto, en los pueblos los decretos seguían produciendo cambios inesperados, caso del aprobado el 4 de septiembre que ordenaba la formación de las Juntas Locales Agrarias que debían encargarse de la aplicación de las leyes: los vocales patronos seguían siendo los mismos; los vocales obreros habían cambiado. Estas Juntas fueron las que prepararon la delicada documentación inicial con los «propietarios considerados en condiciones de dar tierras» y los obreros que debían distribuirse entre ellos.45 




			Tras la formación del nuevo gobierno encabezado por Azaña, el proyecto de Alcalá Zamora cayó definitivamente en el olvido. Además Diego Hidalgo,46 representante radical para cuestiones agrarias, y Juan Díaz del Moral, miembro del grupo Al Servicio de la República, presentaron votos particulares al proyecto de la Comisión y plantearon nuevas alternativas con objeto de conseguir el apoyo de los grupos opuestos al proyecto, alternativas que tuvieron gran difusión entre católicos y propietarios.47 Mientras la reforma agraria seguía atascada y caían proyecto tras proyecto, la derecha se organizaba: la prensa católica socavando todo lo que salía sobre la reforma y la minoría agraria convocando en Palencia una asamblea que reunió a 22.000 propietarios rurales. Fue en este contexto de rearme conservador en el que la propietaria extremeña Josefa Díez Madroñero envió un telegrama al presidente de las Cortes, Julián Besteiro, que decía: 




			 




			No esperaba otra cosa de este estercolero y del depravado Albornoz. Muera la República; muera la revolución; viva la guerra civil, y sobre todo Cristo-Rey.48 




			 


            

            Invierno de 1931: Castilblanco 




			 




			A fines de 1931, cuando se gestaba un nuevo proyecto y precisamente cuando el grupo socialista creaba una comisión para reunir pruebas sobre los abusos de la Guardia Civil de cara a la reforma del Cuerpo,49 ocurrieron los sucesos de Castilblanco: cuando una manifestación de obreros en huelga —una huelga de carácter provincial contra los excesos de la Guardia Civil y contra la actitud del gobernador civil Manuel Álvarez-Ugena que la derecha achacó al extremismo de Margarita Nelken, Nicolás de Pablo y Pedro Rubio— volvía de regreso a la Casa del Pueblo se presentó la Guardia Civil para disolverla por orden del alcalde, produciéndose un forcejeo violento entre un guardia y una mujer, que acabó con la muerte por disparo de un manifestante que salió en defensa de aquélla y con la inmediata matanza de los cuatro guardias civiles del puesto. De esta secuencia, el nefasto papel del alcalde ex monárquico y el asesinato previo del obrero fueron borrados desde ese mismo momento hasta la actualidad.50 En este sentido es significativa la nota de Azaña en su diario: «En Cádiz me dio Casares la noticia de que, en Castilblanco, el pueblo amotinado había asesinado a cuatro guardias civiles».51 Durante el entierro de los guardias, celebrado en Badajoz y al que asistieron las máximas autoridades civiles y militares, Sanjurjo, director general de la Guardia Civil, comparó al pueblo extremeño con un «foco rifeño» y declaró que el Cuerpo «no iba a tolerar que se repitiesen ataques tan cobardes contra él». La entrevista —el periodista se refiere a Sanjurjo constantemente como «El caudillo africano» o «El héroe de África»—, que apareció en La Libertad de Badajoz, decía: 




			 




			— ¿Otra vez de operaciones? 




			— Eso parece. En un rincón de la provincia de Badajoz hay un foco rifeño. (...). 




			— ¿Su impresión de la visita a Castilblanco, don José? 




			— Figúresela. Lo más deplorable posible. Yo no sabía que quedaban en España pueblos salvajes.52 




			 




			Igual de inadvertida que la muerte del obrero Hipólito Corral, en la soledad más absoluta y al que ni siquiera se le practicó la autopsia, pasaron otras muertes causadas por la Guardia Civil durante aquellos días en plena oleada de funerales por los guardias, organizados por la derecha en toda España. De los «sucesos de Castilblanco» seguimos teniendo unos conocimientos muy básicos. Pese a no tener aún constituido el comité de FNTT, el pueblo se unió a la huelga de diciembre de 1931, ordenada por la Federación de Badajoz contra el gobernador y la Guardia Civil. En Castilblanco parece que el error estuvo en la orden del alcalde, Felipe Maganto —el mismo que en la dictadura—, de disolver la manifestación cuando ésta prácticamente había concluido. La tensión consiguiente llevó a un guardia a golpear a una mujer, a un hombre a recriminárselo y al disparo de máuser que provocó la muerte que desató la tragedia. Los guardias asesinados fueron José Blanco Fernández, Agripino Simón Martín, Francisco González Borrego y José Mato. 




			El dirigente socialista Manuel Muiño, diputado por Badajoz entre 1931 y 1933, acusó a Margarita Nelken de exaltar a los campesinos. El Socialista, sin embargo, en la edición del 1 de enero mantuvo que fue la Guardia Civil la que sin motivo alguno disparó contra los manifestantes y el propio Muiño expuso en ese mismo periódico que las claves de los sucesos había que verlas en la crisis de trabajo que azotaba a la localidad y en la existencia de un Ayuntamiento monárquico de los elegidos por el artículo 29. Fueron detenidos 50 hombres y seis mujeres, todos conducidos al Ayuntamiento, donde algunos fueron maltratados y donde durante más de 36 horas nadie pudo verlos salvo los propietarios, a quienes se permitió contemplar a los obreros atados y ateridos de frío, y los militares enviados por la jurisdicción militar. En una entrevista recogida en La Voz Extremeña del 1 de enero el presidente de la Casa del Pueblo de Castilblanco, Justo Fernández López, uno de los detenidos, declaraba: «Antes de salir [la manifestación] estuvo en mi casa el cabo de la Guardia Civil, me pidió que no saliera la manifestación y yo le dije que procuraría que no saliese, pero que era difícil. Convinimos en que si la manifestación salía, la fuerza permanecería en el cuartel. El cabo dijo que no saldría, a menos que recibiera refuerzos, en cuyo caso disolvería la manifestación. Nosotros desfilamos pacíficamente, las mujeres de los guardias nos vieron pasar, sin que nadie se metiera con ellas». A la pregunta de si la manifestación era contra el Ayuntamiento el presidente respondía: «No era contra nadie. Pacíficamente desfilábamos y así hubiera terminado todo si el alcalde, el principal culpable a mi juicio, por miedo o por habérselo pedido algunos propietarios no hubiera solicitado la salida de la Guardia Civil». 




			El ciclo de violencia que siguió a Castilblanco puede rastrearse por todo el país: el 1 de enero, en Feria, la Guardia Civil acabó con un campesino en un choque que dejó varios heridos entre guardias y campesinos, y dos días después la Guardia Civil mató a otros dos campesinos e hirió a tres más en Zalamea de la Serena. Fuera de la provincia, en los días siguientes al 31 de diciembre cayeron también otro campesino en Calzada de Calatrava (Ciudad Real), dos más en Épila (Zaragoza), otros dos en Jeresa (Valencia) y uno más en Puertollano (Ciudad Real). Y el 5 de enero, seis días después de Castilblanco, la Guardia Civil asesinaba a siete personas (entre ellos cuatro mujeres y un niño) y hería a treinta en Arnedo (Logroño) durante una manifestación pacífica frente al Ayuntamiento. La semana entre Castilblanco y Arnedo fue sin duda una de las más terribles en la historia del Cuerpo y en la del campesinado. Pero en Badajoz no acabó ahí sino con la muerte de dos hombres y una mujer en Salvaleón con motivo de la fiesta del Primero de mayo de ese mismo año.53 Cuando Margarita Nelken puso en duda la actitud de la Guardia Civil en Castilblanco —según escribió en El Socialista del 3 de enero de 1932, el cabo asesinado había espetado a unos obreros que pedían trabajo que «el trabajo se lo daría él con una estaca»— fue respondida con gran agresividad por Luis Chorot, quien aparte de ridiculizar al «diputado cunero femenino» hacía una apología de la «siempre digna» Guardia Civil.54 Tampoco se quedó atrás Diego Hidalgo, que además de responsabilizar a Nelken justificó la actuación de la Guardia Civil —«no se puede negar sin embargo que algún guardia se haya excedido alguna vez»— por «el temperamento de cada individuo» y porque «un exceso de un guardia no puede significar nunca ni provocar la protesta contra un organismo sin el cual hay que reconocer que Extremadura no podría vivir».55 Tras la trágica racha, en la que sin duda debió influir la frustración y la ansiedad ante las reformas iniciadas y abortadas, Azaña tardó un mes en destituir a Sanjurjo, y cuando finalmente lo hizo fue para nombrarlo director general de Carabineros, desde donde planeará cómodamente el golpe militar de agosto. En el sumario de Castilblanco quedó constancia de que lo primero que dijo al llegar al pueblo y ver a los detenidos en el Ayuntamiento fue: «¿Pero no los han matado?». Tan negro era el futuro de aquellos hombres que, al ser trasladados a Badajoz, el cura de pueblo se despidió de ellos dando por supuesto que no los vería más.56 




			Un gran triunfo de la derecha fue que ante unos hechos de la gravedad de los ocurridos en Castilblanco la jurisdicción ordinaria se inhibiera a favor de la militar. Se pensaba desde mayo del 31 que la jurisdicción militar había quedado reducida a su ámbito, a cuestiones internas, y que ahora habría una justicia igual para todos, pero pocos parecieron o quisieron fijarse en que, aunque en el texto constitucional no se aludía a los llamados «delitos militares», una oportuna enmienda presentada desde la minoría de Alcalá Zamora los había mantenido dentro de dicha jurisdicción. Para colmo y cuando fue interpelado por el diputado Eduardo Ortega y Gasset, que se preguntaba por qué no se hacía cargo del asunto de Castilblanco la justicia ordinaria de acuerdo con el artículo 95 de la Constitución, el propio ministro de Justicia, Álvaro de Albornoz, justificó plenamente que casos como éste pasasen por consejo de guerra, es decir, que siguiesen las cosas como siempre, como antes de la proclamación de la República y de la aprobación de la Constitución. El debate en el congreso, agrio por su trasfondo —ponía en evidencia que algunas cuestiones clave seguían igual— y en el que siempre se habló de cuatro víctimas, puso al descubierto algo ya sabido, y es que sin definir ciertos conceptos, como «delitos militares», y sin un desarrollo complementario, las leyes no servían para nada. Eduardo Ortega, quien aludió claramente a la «mentalidad arcaica de la fuerza pública», concluyó con unas palabras proféticas: «Si no la modificamos [la ley], los conflictos sangrientos se sucederán continuamente y la República no logrará la solidez de la paz armónica y cordial a que nosotros aspiramos.» Pero la ley nunca se modificó ni se desarrolló.57 Y mientras Azaña defendía con su elocuencia habitual a la Guardia Civil, ocurrían hechos de extrema gravedad. Su magnífico discurso sería engullido en breve por esa misma realidad que él o Casares se negaban a ver: 




			 




			Cuando llego al despacho de ministros, los periodistas, en la puerta, me preguntan si es verdad que ha ocurrido un suceso en Arnedo. «No sé nada —respondo—, pregunten a Gobernación.» A poco de entrar en el despacho entra Casares y me cuenta que, en Arnedo, la Guardia Civil ha chocado con el pueblo y ha matado a seis u ocho. Es lo que nos faltaba. [5 de enero de 1932]58 




			 




			La «Sanjurjada» impulsa la reforma agraria 




			 




			En el retraso constante de la Ley de Reforma Agraria también influyó la falta de acuerdo entre socialistas y republicanos de izquierdas, que diferían en torno a la profundidad de la reforma y a la manera de hacerla compatible con los recursos del Estado. Y, sobre todo, la falta de voluntad política y de conciencia del problema y de lo que estaba en juego. En su estilo habitual, un tanto pagado de sí mismo, Azaña escribió en su diario el 1 de febrero: «He tomado este asunto por mi cuenta, y voy consiguiendo que se quiten del proyecto las cosas más duras y alarmantes: la necesidad de una ley para extender a otras provincias la reforma es iniciativa mía, así como la supresión del límite territorial (...). Se ha suprimido el cupo fijo de familias que haya de asentarse, y se han eliminado de la expropiación varias categorías de tierras...».59 Finalmente, presentado a las Cortes a fines de marzo, los debates comenzaron el 10 de mayo y acabaron el 12 de septiembre del 32. La campaña de obstrucción de la minoría agraria fue permanente. La aprobación del primer artículo, por ejemplo, llevó 15 días.60 En total los agrarios, obsesionados aparentemente con la legalidad del proyecto, presentaron más de cien enmiendas. Y fue precisamente en éstas cuando tuvo lugar el golpe de Sanjurjo, triunfante en Sevilla y que fracasó en el resto del país despertando de su letargo el espíritu del Pacto de San Sebastián. Realmente fue el fracaso de Sanjurjo lo que activó la aprobación del proyecto de Ley de Bases de la Reforma Agraria y por momentos radicalizó el proyecto al plantear —el mismo Azaña lo hizo el 18 de agosto— la incautación de las fincas de los que habían apoyado la sublevación. Pero antes de que esto ocurriera ya se había cuidado la derecha de que la reforma fuera por el camino adecuado, como prueba esta carta de Diego Hidalgo a su pariente Diego de la Concha Hidalgo, magistrado de la Audiencia de Sevilla: 




			 




			La reforma agraria va por buen camino (...). Desde luego puedes tener la seguridad absoluta y completa de que no afectará en nada ni para nada a tus bienes y los de tus hermanas, porque ya está en el ánimo de todos aceptar algunas de las enmiendas presentadas librando de la expropiación a las fincas pequeñas y a las de funcionarios, viudas, solteras, etc.61 




			 




			Finalmente, el 9 de septiembre de 1932 fue aprobado el proyecto por una mayoría de 318 votos contra 19. A pesar de todo cabría pensar —Malefakis lo hizo en su momento— que el fallo seguía siendo que las Cortes que aprobaron ese proyecto no eran representativas de la realidad del país: ni conservadores ni católicos ni extrema izquierda estaban representados. Y esto sin dejar de reconocer que se trataba de una ley más moderada que las reformas llevadas a cabo en el este de Europa y, por supuesto, que la reforma agraria mexicana. Se establecían trece categorías de tierras expropiables, de las que sólo cuatro lo serían en su totalidad: las tierras mal cultivadas, las arrendadas por sistema, las que enclavadas en zonas regadas no hubiesen sido convertidas en regadíos y los señoríos jurisdiccionales.62 La clave estaba en el apartado 13 de la base 5: ninguna persona física podría poseer en un solo municipio más de cierta superficie, según el tipo de cultivo, pero luego esto fue aplicado con amplio margen.63 No obstante, entre otras concesiones a los propietarios, los límites se calculaban sobre la propiedad de cada persona, no sobre la del grupo familiar, y sólo en relación con cada municipio. Realmente el único grupo amenazado fue la Grandeza, a la que no se le permitió beneficiarse del ventajoso sistema de estimación de la propiedad sobre la base municipal (no provincial o nacional). Había además un punto, que ha pasado inadvertido, pero que Diego Hidalgo destaca en su correspondencia privada: el 11 de septiembre le dice a Diego de la Concha que la próxima vez que pase por Madrid le compre unos buenos habanos y que lea el último párrafo de la base 2ª. «No te digo más», añade.64 Con ello se refería Hidalgo a que la expropiación de tierras explotadas sistemáticamente en régimen de arrendamiento a renta fija durante doce o más años tendría un límite: sólo afectaría a los propietarios cuyas propiedades en todo el territorio nacional sumasen una extensión superior a 400 ha en secano y 30 en regadío. 




			Pero lo cierto es que, por lo pronto, una parte importante del territorio español quedó incluido en el Registro de la Propiedad Expropiable (RPE), que contenía las fincas susceptibles de ser afectadas por la reforma agraria. La propiedad de la tierra había dejado de ser un secreto.65 En cuanto a número de hectáreas expropiables los partidos judiciales más afectados eran Badajoz, Llerena, Jerez de los Caballeros, Olivenza, Mérida, Alburquerque y Castuera. En medio se hallaban Herrera del Duque, Fuente de Cantos, Puebla de Alcocer y Don Benito. Y finalmente los partidos de Almendralejo, Villanueva, Fregenal y Zafra. Así pues, el RPE incluyó casi un 40 % de la superficie de la provincia, con 11.673 fincas y 2.337 propietarios. Veamos algunos datos comparativos primero entre provincias y luego entre los diferentes partidos judiciales de Badajoz: 




			 




			CUADRO I 




			Tierras afectadas por la Reforma Agraria (en hectáreas) 




	    






  

    	Provincia  


    	Toda clase  


    	Cultivadas  


    	Inventariadas


  


  

    	Córdoba 


    	1.248.000


    	644.000


    	405.000 


  


  

    	Sevilla 


    	1.406.000


    	833.000


    	590.000 


  


  

    	Badajoz 


    	2.165.000


    	1.035.000


    	790.000 


  







			 




			Fuente: Malefakis, Reforma agraria..., p. 249.66 




			 




			Según Francisca Rosique el RPE afectó a los diferentes partidos 




			judiciales de la provincia de Badajoz de la manera siguiente: 




			 




			CUADRO II 




			Badajoz y el Registro de Propiedad Expropiable 




	    






  

    	Término judicial  


    	
Total 


      fincas 



    	
Total sup. 


      exprop. 



    	
% part. 


      jud. 



    	
Total 


      propiet.



  


  

    	Alburquerque 


    	847


    	69.465


    	65


    	95 


  


  

    	Almendralejo 


    	489


    	25.751


    	18


    	117 


  


  

    	Badajoz 


    	482


    	116.9167


    	31


    	81 


  


  

    	Castuera 


    	837


    	67.956


    	40


    	133 


  


  

    	Don Benito 


    	1.038


    	38.230


    	37


    	202 


  


  

    	Fregenal de la S. 


    	673


    	22.972


    	26


    	176 


  


  

    	Fuente de C. 


    	553


    	43.960


    	31


    	125 


  


  

    	Herrera del D. 


    	186


    	59.101


    	31


    	46 


  


  

    	Jerez de los C. 


    	453


    	81.695


    	64


    	162 


  


  

    	Llerena 


    	1.784


    	83.178


    	38


    	228 


  


  

    	Mérida 1.87973.013


    	37


    	347 


  


  

    	Olivenza 


    	874


    	78.987


    	57


    	220 


  


  

    	Puebla de A. 


    	81


    	38.276


    	26


    	42 


  


  

    	Vva. de la Serena 


    	540


    	24.148


    	34


    	87 


  


  

    	Zafra 


    	957


    	8.978


    	12


    	176 


  


  

    	Totales 


    	11.673


    	832.626


    	39


    	2.337 


  







			 




			Fuente: Rosique, F., La reforma agraria..., pp. 182-210. 




			 




			La mayor parte de estas tierras, cultivadas en régimen directo, sólo podían ser expropiadas en lo que excedieran los límites legales. Sin embargo, las tierras inventariadas en el RPE perdían por este solo hecho parte de su valor y, además, los propietarios no podían disponer libremente de ellas. Las argucias utilizadas por los propietarios durante los 18 meses anteriores —la más corriente fue el reparto pro indiviso entre los hijos— fueron neutralizadas declarando nulas todo tipo de transferencias previas realizadas con carácter retroactivo. Hubo medidas, como la expropiación de las tierras cercanas a los pueblos y las que afectaban a todo tipo de arrendatarios, que asustaron y alejaron de la reforma y de la República a muchos pequeños y medianos propietarios, creando agravios comparativos de todo tipo. Pero, sobre todo, hubo el grave error, propiciado por los socialistas, de extender la reforma a todo el país, medida absurda que fue apoyada por la derecha en la seguridad de que acabaría con la ley. Así fue como de las 14 provincias para las que se pensó la reforma se pasó a la creación de Juntas Provinciales de Reforma Agraria en toda España y a la confección de un censo nacional de beneficiarios de la reforma. Esto complicó enormemente un proceso que lo que necesitaba era precisamente objetivos claros y medidas urgentes. 




             




			



				Proceso expropiatorio y de asentamiento de Comunidades de Campesinos según la Ley de Reforma Agraria de 1932.67 




				 




				ELABORACIÓN DEL INVENTARIO DE FINCAS EXPROPIABLES. Registradores de Propiedad e IRA. 




				 




				RESOLUCIÓN DE RECURSOS CONTRA LA INCLUSIÓN EN INVENTARIO. Comité ejecutivo del IRA previo informe del Servicio Provincial. 




				 




				CONSTITUCIÓN DE JUNTAS PROVINCIALES AGRARIAS. ELABORACIÓN DEL CENSO CAMPESINO. Junta Provincial Agraria. 




				 




				MEMORIAS AGRONÓMICAS Y PLANES DE APLICACIÓN AGRÍCOLA Y PECUARIA. 




				 




				PROPUESTA SOCIAL (Composición de Comunidad de Campesinos). Fijación del crédito, del canon de asentamiento y cálculo del «rédito neto». Servicio Provincial del IRA. 




				 




				ACUERDO DE OCUPACIÓN. Comité Ejecutivo del IRA. 




				 




				VALORACIÓN DE LABORES, COSECHAS Y CAPITAL MOBILIARIO. Servicio Provincial. 




				 




				ACTAS DE POSESIÓN Y ENTREGA A LAS COMUNIDADES. Junta Provincial. 




				 




				TUTELA DE LAS COMUNIDADES. Servicio Provincial. 




			




			 




			En cuanto a las ocupaciones, el Instituto de Reforma Agraria (IRA) quedaba autorizado a ocupar temporalmente la tierra. Se permitió el asentamiento de cuatro categorías de colonos: obreros agrícolas sin tierras, propietarios con menos de diez hectáreas, arrendatarios o aparceros con menos de 10 hectáreas y sociedades de trabajadores agrícolas legalmente constituidas y con mínimo de dos años de existencia. Se aceptó una enmienda de Diego Hidalgo por la que la autoridad no recaería en su director sino en un Consejo Ejecutivo compuesto por técnicos agrícolas, juristas y por representantes de organizaciones oficiales de crédito agrícola de los propietarios,68 de los arrendatarios y de los trabajadores agrícolas. Aunque aparentemente la intención de Hidalgo era impedir la tiranía administrativa la realidad es que esa enmienda complicaba más aún la toma de decisiones. Entre los lapsus clamorosos, la creación de un Banco Nacional Agrario. Finalmente la ley prometía, de manera un tanto ambigua, devolver a los pueblos los antiguos bienes comunales desaparecidos con la desamortización o posteriormente.69 




			La alusión a los bienes comunales no respondía, como pensaba Malefakis, a una mirada nostálgica al pasado sino a una demanda real, como puede confirmarse si se consultan en el archivo del IRA las más de 5.000 solicitudes que ya en 1931 llegaron al Gobierno desde numerosos pueblos en tal sentido.70 De hecho fue el propio Gobierno quien a través de una circular del 16 de junio del 31 publicada en la Gaceta del día siguiente animó a los alcaldes a que informaran a la Comisión sobre «despojos sufridos o alteraciones experimentadas en los bienes comunales, de propios, realengos, baldíos, dehesas boyales o cualquiera otra clase de bienes cuya propiedad o aprovechamiento, o ambos a la vez, hubieran pertenecido a los vecinos en común, incluyendo entre estos bienes a los conocidos con el título de señoríos».71 




			Así, por ejemplo, desde Ribera del Fresno, su alcalde, Ignacio Caña Exojo, poco después nombrado miembro de la Junta Provincial de Reforma Agraria en 1933, envió a la Comisión Técnica del Ministerio de Trabajo en julio de 1931 la relación de los bienes de propios, dehesas boyales y terrenos comunales que fueron del municipio, detallando en manos de quién se encontraban ahora. Todo ello lo hizo en base a documentación municipal y a los testimonios de los mayores.72 En realidad, estaba muy extendida la creencia de que la desaparición de estos bienes había sido totalmente fraudulenta.73 Un caso espectacular era el de Alburquerque y sus baldíos, que con el tiempo pasaron de 45.000 a 9.000 ha.74 En el caso de Burguillos del Cerro, por ejemplo, los montes comunes pasaron a manos de unas veinte personas por medio de 42 subastas realizadas entre junio de 1862 y abril de 1868, pero las denuncias relacionadas con las tasaciones no fueron resueltas hasta 1877.75 El Ayuntamiento de Fuente de Cantos y la sociedad obrera La Unión se dirigieron en septiembre de 1931 al Gobierno de la República en este tono: «Excmo. Señor. Tengo el honor de manifestar a V.E. que este Ayuntamiento desea que a la mayor brevedad posible se le devuelvan los bienes de propios y Comunales que antes tenía...».76 




			Uno de los casos más llamativos, por afectar a varios pueblos de la zona de Llerena, fue la dehesa «Viar», de dos mil fanegas y que después de siglos de uso público había acabado en manos de Antonio Maesso Gimón, uno de los mayores terratenientes de Badajoz.77 Caso parecido era el de la dehesa «Los Espinos», cedida al concejo de Valle de Matamoros por Francisca Portocarrero en 1561 y perdida a fines del XIX. El término de Jerez de los Caballeros, con 73.000 ha y al que pertenecía el pueblo citado, era de los más afectados de la provincia, ya que más del 80 % estaba en manos de diferentes casas nobiliarias (Fernán Núñez, Montellano, Serclaes, Motilla, Mirabel, Alba, etc.).78 O el caso de Villanueva del Fresno, cuyos vecinos habían perdido los derechos que un día tuvieron sobre las 35 dehesas del término.79 La propia Margarita Nelken se implicó ya en 1931 y 1932 en algunos de estos casos: el de la dehesa del marqués de la Encomienda en Mirandilla, que de no llegar a 300 fanegas años atrás, pasaba ahora de mil; o el de la dehesa de los duques de Fernán Núñez en Siruela, donde el pueblo, que podía disfrutar de la dehesa desde el primer día de abril hasta el 29 de septiembre, pedía poder arar en enero para dejar el terreno preparado para la siembra.80 




			Aprobada la ley nadie pareció quedar satisfecho. A finales de septiembre del 32 la movilización campesina se extendió por Extremadura, uniéndose los yunteros, parte considerable de la población agrícola extremeña, a los trabajadores parados desde la siega. Los motivos de los yunteros eran simples: si los propietarios se negaban a renovar sus contratos prefiriendo conservar sus tierras como pastos, que es lo que comenzaron a hacer, sus animales y herramientas no servirían para nada y su final serían acabar de jornaleros. Además, los grandes propietarios seguían negándose a cumplir los contratos en aquello que no les apetecía. 




			 




			Limosnas y multas 




			 




			Los problemas de lo que había sido la aplicación de lo legislado hasta septiembre de 1932 quedaron muy bien reflejados en el capítulo IX, el de las proposiciones de las diferentes secciones, de las actas del II Congreso de la FNTT, donde el mayor espacio lo ocupaban apartados como crisis del trabajo —la proposición más extendida fue: «Que por el Gobierno de la República se dicten las disposiciones necesarias para que se aminore en la mayor cuantía posible la crisis del trabajo»—; laboreo forzoso —«Que sean cumplidas con toda exactitud las disposiciones dictadas sobre laboreo forzoso», propusieron docenas de sociedades junto con «que se faculte a las Comisiones de Policía Rural para resolver todo lo relacionado con las disposiciones dadas por el Gobierno de la República sobre laboreo forzoso»—; bolsas de trabajo —«Que la colocación de obreros por las Bolsas de trabajo sea hecha por riguroso orden de inscripción, no pudiendo, por tanto, elegir los patronos a otro obrero que no sea el que le corresponde por las listas confeccionadas»—; legislación social agraria —«Que se dé cumplimiento a todas las leyes sociales en vigor»—; jurados mixtos —«Que se constituyan con toda rapidez los jurados mixtos y empiecen a funcionar en el menor plazo de tiempo posible»—; seguro de paro forzoso —«Que sea creado el subsidio de paro forzoso para los obreros agrícolas»—; bienes comunales —«Que sean devueltos a todos los Municipios de España los bienes comunales sin indemnización» y «Que sean concedidos a las Sociedades obreras para su roturación y cultivo»—; arrendamientos —«Que se solicite del Gobierno de la República se fije la tasa de rentas con arreglo a lo que resulte de la cantidad catastrada o líquido imponible»—; Guardia Civil —«Que sea disuelto el Cuerpo de la Guardia Civil»—; y ayuntamientos constituidos por el artículo 29 —«Que sean disueltos todos los Ayuntamientos nombrados por el artículo 29 de la ley electoral». 




			El Gobierno —recordemos que la elaboración del Registro de Propiedad Expropiable no había comenzado aún—, que temió un levantamiento general, inteligentemente, se cuidó de enviar tropas y recurrió a las ocupaciones temporales del proyecto de la Comisión Técnica. Así, el 1 de noviembre de 1932 se promulgó un decreto exigiendo la «intensificación del cultivo» como «medida urgente para el alivio de la presente crisis de paro», es decir, se sacarían tierras de las grandes fincas no cultivadas y se entregarían a los campesinos durante un ciclo agrícola bienal: barbecho en el 32-33, siembra de cereal en el 33-34, recogida de cosecha en septiembre del 34, pago de renta y desalojo de la tierra. Aunque el decreto se pensó para Badajoz —según Vázquez Humasqué dio tierra a treinta mil yunteros extremeños—,81 las medidas se extendieron a otras provincias (Toledo, Ciudad Real, Salamanca, Sevilla, Cádiz y Jaén). Pero fue Badajoz, con diferencia, la provincia más beneficiada por el decreto con un total de 578 fincas situadas en 13 municipios (la siguiente era Toledo con 85 fincas).82 
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